2
__RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y DE LOS FUNCIONARIOS PUBLICOS


www.monografías.com

Responsabilidad del Estado
1. Introducción
2. Conceptos básicos
3. Responsabilidad política
4. Responsabilidad civil 
5. Responsabilidad administrativa
6. Responsabilidad penal
7. Conclusión
8. Bibliografía
INTRODUCCION

La responsabilidad del Estado es uno de los temas de mayor relevancia en el ámbito estatal. El Estado al actuar y moverse para cumplir los fines que se ha propuesto, choca inevitablemente con otros intereses que, por pertenecer a un individuo o a un grupo de ellos, debe ceder en beneficio de la colectividad que es la que tiene a su cargo la suma de esos intereses y que por esa misma razón son más dignos de tener en cuenta.

Esa cesión de intereses por parte de la minoría no puede quedar desamparada, por lo que es necesaria una reparación.

De esa tendencia a reparar las injusticias cometidas en aras de una justicia mayor, surgió el concepto de “RESPONSABILIDAD”.

El concepto de responsabilidad del Estado abarca un espectro amplio, que va desde el Estado propiamente dicho, como entidad con una personalidad jurídica independiente de los funcionarios que los representan, y también la de los mismos funcionarios por los actos que ellos desempeñan en el ejercicio de sus funciones.

Por otro lado, el concepto de Estado hace referencia tanto al Estado Nacional, como al Provincial y al Municipal y a los distintos estratos de gobierno, es decir, al Poder ejecutivo, legislativo y judicial.

Lo que se pretende con la teoría de la responsabilidad del Estado, es hacer cargo a éste y a los funcionarios, de los actos de gobierno, y con ello limitar el accionar de aquellos con el fin de proteger los derechos individuales de los administrados.

 CAPITULO I

CONCEPTOS BÁSICOS
1) DEL TÉRMINO RESPONSABILIDAD
Según el diccionario de la Real Academia española, el término “Responsabilidad” indica la “obligación de reparar y satisfacer un daño o perjuicio”. Otra acepción, según la Academia, es el que se refiere a la responsabilidad como “la deuda u obligación que resulta de un posible yerro.”

Jurídicamente el término admite dos conceptos principales, capacidad de responder ciertos actos en abstracto, y necesidad de responder otros concretos e imputables a determinado sujeto. En un caso hablamos, por ejemplo, de la que tiene en la realización de determinados actos jurídicos un mayor de edad. En el segundo caso se refiere, en cambio, a las consecuencias por actos realizados.

Es de nuestro interés analizar a la responsabilidad en el ámbito estatal, es decir, aquella que le cabe al Estado o a sus agentes, en el desempeño de funciones por él asignadas, ya sea por su actuación como sujeto de derecho público o privado.
2) CLASIFICACIÓN 
2.A)  Según las normas legales aplicables 

2.A.1) Administrativa: Es la que surge de actos u omisiones de las autoridades administrativas en el ejercicio de sus funciones, cuando violan, quebrantan  o desconocen las normas que regulan su desempeño. Se aplican leyes del procedimiento administrativo y los estatutos de los empleados públicos, y se diferencian en el ámbito nacional, provincial y municipal.

Dentro de este tipo de responsabilidad que le puede ser imputable tanto al Estado como a sus agentes, se presentan aspectos puntuales que deben destacarse, ellos se refieren a:

_Responsabilidad disciplinaria.

_Responsabilidad Patrimonial.

_Rendición de cuentas.

2.A.2) Civil: Nace como consecuencia de la obligatoriedad de responder pecuniariamente por los actos realizados con capacidad suficiente, y aún de los ejecutados por otra persona con la cual se está en relación de dependencia.

Se aplican algunas normas del C.C. y sus  sanciones alcanzan al patrimonio.

La responsabilidad Civil se subdivide en:

_Responsabilidad precontractual.

_Responsabilidad contractual.

_Responsabilidad extracontractual.

Ésta última otorga mayor materia de análisis y, según al órgano que afecta, puede tratarse desde diversos aspectos:

· Responsabilidad extracontractual por acto judicial.

· Responsabilidad extracontractual por acto legislativo.

· Responsabilidad extracontractual por acto o hecho de la administración pública.

2.A.3) Penal: Es la que se imputa al culpable de un acto contrario a la ley realizado con culpa o dolo. Entraña la aplicación de sanciones públicas, penas o medidas de seguridad.

Se  aplica el C. Penal que prevé, califica y castiga los hechos delictuosos imputables a los funcionarios públicos, sea por su participación activa en los mismos o por la mera pasividad ante el deber de intervenir, cuyas sanciones afectan a los derechos personales, en primer término el de la libertad.

2.A.4) Política:  Es la responsabilidad por los actos de gobierno.

Se aplica básicamente la Constitución Nacional o Provincial, se trata de removerlos de sus cargos y aun de inhabilitarlos para el futuro ejercicio de los mismos u otros empleos.

De acuerdo al ámbito de aplicación se divide en:

_Responsabilidad política de los funcionarios en el Gobierno Nacional.

_Responsabilidad política de los funcionarios en el Gobierno Provincial.

_Responsabilidad política de los funcionarios en el Gobierno Municipal.
3) RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y DEL AGENTE

En el ámbito de la responsabilidad Administrativa fundamentalmente, pero también de la responsabilidad Civil, se puede distinguir entre aquella que es exclusiva del Estado, como ente orgánico tendiente a satisfacer las necesidades de los individuos que lo conforman, ya sea que sus funciones se desarrollen en el ámbito del Derecho Público o en el del Derecho Privado, y por otro la responsabilidad de los agentes públicos por actos o hechos que le sean imputables como consecuencia del desempeño en tareas asignadas por el Estado.
4) RELACIONES ENTRE RESPONSABILIDADES
Hay que partir de la base que los distintos tipos de responsabilidades mencionadas, (civil, política, penal y administrativa) tienen las características de ser concurrentes en su aplicación.

Cabe aclarar que ante un mismo hecho o acto de un funcionario se le puede aplicar una, varias o todas las responsabilidades, según el hecho en cuestión.

Para poder comprender los conceptos antes enunciados, es bueno dar como ejemplo el de aquel  funcionario que atropella una persona en un auto oficial en estado de ebriedad, en estas circunstancias le cabe: reparar pecuniariamente los daños físicos y morales causados a la víctima (responsabilidad civil); una sanción disciplinaria por el estado en que conducía (responsabilidad administrativa) y si este funcionario poseía fueros, es muy probable que para la continuidad del juicio civil, sea necesario la aplicabilidad del juicio político (responsabilidad política).
 5) ESTADO
 5.A) Noción de “Estado”

Diversas son las teorías que tratan de conceptualizar lo que es el Estado.

Entre ellas es debemos destacar las siguientes:

5.A.1) Organicista: consideran que el Estado es un ser de la naturaleza, es decir, constituye un organismo biológico semejante a los organismos animales, pero en el que el tejido epitelial, esta conformado por las instituciones protectoras del Patrimonio, de la salud, del orden, de la seguridad exterior, etc.
5.A.2) Relaciones de fuerza: Los que apoyan esta teoría, afirman que el Estado es la consecuencia del sometimiento de los más débiles, por los más fuertes.

5.A.3) Doble faz del Estado: Para Jellinek, el Estado es una realidad social en la cual se produce y se aplica el ordenamiento normativo del derecho, y que, por consiguiente, es necesario estudiar al Estado desde dos puntos de vista: real, que exige un estudio sociológico, e ideal, que debe ser considerada por la ciencia jurídica.

5.A.4) Normativista: Kelsen afirma que el Estado es pura y simplemente un sistema normativo, a saber: el sistema del orden jurídico vigente y nada más. Es la personificación metafórica del ordenamiento jurídico positivo.

     Para este autor el territorio y el pueblo no son más que la esfera espacial y humana de validez del derecho.

5.B) Personalidad jurídica del estado
También sobre este tema existen diversas teorías. La siguiente es una síntesis de las mismas.

5.B.1) Teoría negativa: Esta teoría sostiene que el hombre, y solamente él, puede ser persona, por ser el único que posee inteligencia y voluntad.           

 La persona física es la única que tiene personalidad jurídica. Para quienes apoyan ésta idea, una asociación es un conjunto de personas que actúan colectivamente, pero que de esta unidad de intereses no surge una nueva persona, distinta de quienes la conforman. En consecuencia, el Estado no puede ser persona.

5.B.2) Teoría de la identidad del orden jurídico y del Estado: Esta es la teoría propuesta por Kelsen, en la que postula que Estado y derecho son una misma cosa. El Estado es la totalidad del derecho convertido en sujeto, y por tal circunstancia, son palabras que designan un mismo objeto.

5.B.3) Teorías que consideran al Estado como una persona: Admiten la existencia del Estado como persona, debido a que los destinos de la comunidad no pueden ser regidos por las voluntades individuales de cualquiera de sus miembros, sino que deben serlo por aquellos que han recibido, por la misma organización estatal, potestad, y que están erigidos en órganos de una voluntad superior y única.

5.B.4) Teoría de la doble personalidad del Estado: Algunos autores sostienen que el Estado tiene una doble personalidad, una de derecho público y otra de derecho privado, ejerciendo en una su soberanía y en otra siendo titular de derechos y obligaciones de carácter patrimonial.

5.B.5) Teoría de la personalidad única del Estado: El Estado como persona es uno, sólo el ámbito en que actúa es plural. El Estado constituye un mismo sujeto de derecho que actúa, ya sea en su función de poder público, ya en defensa de sus intereses como persona de derecho privado.
6) INDEMNIZACIÓN Y RESPONSABILIDAD
La noción de responsabilidad implica siempre la idea de culpa, la idea de una regla violada. Habrá responsabilidad siempre que una norma sea violada por persona con voluntad. Surge como consecuencia de una actividad ilícita o contrario a derecho.

Sin embargo, el sacrificio del derecho particular - según expresa Garrido Falla-  se realiza por la administración legítimamente, es decir que el perjuicio causado a ese particular, no es la consecuencia de una actividad ilegal por parte del Estado. Según el autor español, el fundamento de la indemnización es el principio de la igualdad, que hace odioso el sacrificio especial sin indemnización.

Para Gigena, en cambio el fundamento de dicha institución es el bien común. El derecho a indemnización surge independientemente de la licitud o ilicitud del acto que le da nacimiento, es decir sin necesidad de normas que expresamente la determinen.

Tampoco tiene relación la existencia de la indemnización con el enriquecimiento sin causa por parte del Estado, es decir, el traslado de un principio de derecho privado aplicado al derecho público. Aquí no se trata de que el Estado haya obtenido una ganancia como consecuencia de sus actos, sino del daño que estos pueden haber producido a los individuos.

Por último, hacemos notar que la teoría de la indemnización tiene lugar en el campo de la actividad lícita del Estado, la responsabilidad patrimonial de la Administración lo tiene en la actividad ilícita. 
7) SISTEMATIZACIÓN DE LA EVOLUCIÓN HISTÓRICA
7.A) Irresponsabilidad absoluta del Estado y de sus funcionarios 

El absolutismo de los monarcas, en quienes se concentraban todos los poderes, impedía que los súbditos pudieran ejercer acciones tendientes al logro de indemnizaciones.

No debía presumirse jamás que los actos realizados por el soberano, podían producir un daño, por lo que el abuso debía reputarse, a lo sumo, como perjuicio causado por fuerza mayor o caso fortuito.

La idea de que pudieran existir derechos individuales privados, opuestos a la soberanía, era totalmente extraña a las legislaciones de la antigüedad.

En el Imperio romano no existían derechos privados contra el Estado, pues resultaba inconciliable con la idea de un Estado omnipotente. Se pensaba que el soberano no podía hacer daño o equivocarse, debido a su origen divino.

La situación no varió en el medioevo, el poder cimentado en el derecho divino era fuente de las mayores arbitrariedades.

Mas tarde se admitió en el derecho romano, en ciertos casos, la responsabilidad de los funcionarios, y se reconocieron algunos derechos al individuo frente al Estado; así, por ejemplo, la propiedad no podía ser expropiada sino mediante indemnización, pero si bien el derecho existía en la teoría, su aplicación práctica era sumamente dificultosa debido a la falta de medios eficaces para llevarla a cabo.

La llamada teoría del Fisco, para la que el patrimonio público no pertenecía ni al príncipe, ni al Estado, sino a un sujeto ideal distinto de ambos, el Fisco, tuvo su origen en el derecho romano. Esta teoría, planteaba la idea de una entidad que se encargaba de la administración de los bienes destinados a lograr los fines del Estado. Dicha entidad, como ya hemos mencionado, era el Fisco, que representaba al Estado en todos los asuntos de derecho civil que tuvieran relación con el patrimonio público. Esta teoría, consideró al derecho patrimonial como parte integrante del derecho privado, y por lo tanto, no se encontraron dificultades para someter al Fisco, asimilado a un particular  en  lo que se refiere a sus derechos, a las normas del derecho civil.

Esta teoría fue un avance hacia el principio de responsabilidad del Estado.

En nuestro país, la jurisprudencia de la Corte Suprema, comienza con una serie de pronunciamientos en los que sienta la irresponsabilidad extracontractual del Estado, fundándose en la doctrina de la doble personalidad, por la cual cuando éste actúa como persona de derecho público, no está sujeto a ningún tipo de responsabilidad respecto de los administrados, pues lo hace en virtud de su soberanía.

7.B) Responsabilidad de los funcionarios e irresponsabilidad del Estado:
Pronto se empezó a comprender que el rey no tenía origen divino, sino que era un representante del pueblo, y que era éste el que se lo confería de acuerdo a la organización política imperante. Así fue como empezó a vislumbrarse la idea de responsabilidad fuera del hasta entonces único ámbito de aplicación, que era el privado.

En este sistema el Estado también carece de responsabilidad, pero la persona perjudicada por un acto dañoso de un funcionario tiene derecho a accionar contra aquel.

Ya en la República romana se llegó a declarar responsables a algunos magistrados, pero la idea de poseer un crédito contra el Estado no era concebible, pues era totalmente extraño a las políticas de la época.

En el sistema inglés, se entendía que todo lo que implicaba asignarle una responsabilidad al Estado, se debía a una extralimitación del funcionario, y por lo tanto, era éste quién debía afrontar las consecuencias.

Para evitar la actuación indebida de los funcionarios, se ideó una serie de penas muy graves y se sancionaba severamente al funcionario que incumplía.

Se pasó de la irresponsabilidad más absoluta a una amplia, cuando ha mediado por parte del funcionario mal desempeño, o ha perjudicado a alguien con su accionar.

Es que el Estado es un ente ideal creado para satisfacer necesidades políticas, y su accionar puede darse solamente a través de personas físicas, quienes por eso mismo deben asumir la responsabilidad que emana de sus actos. De ahí que se pusiera el acento sobre la responsabilidad personal del Funcionario (aunque muy limitada en los hechos).

Esta etapa fue un avance indiscutible hacia la concreción de la responsabilidad del Estado que lentamente fue tomada en consideración, llegándose en una tercera etapa a la responsabilidad del Estado por ciertos actos.

7.C) Responsabilidad del funcionario y responsabilidad parcial del estado:

La tesis que surgió fue la siguiente, los actos de gestión del Estado lo hacen responsable, no así los actos de autoridad.

Esta teoría nace de una idea anterior y es la que se refiere a la doble personalidad del Estado, una que actúa dentro del ámbito del derecho privado y otra en el del derecho público. A esta doble faz le corresponde una doble actuación, la de los actos de gestión, que caen en la esfera del derecho privado, y la de los actos de autoridad, que se regulan por el derecho público.

De ello deriva, según Laferriere, que si los actos perjudiciales de los funcionarios son actos de gestión, el Estado sea responsable por los mismos, pues su interés en estos casos no difiere del de las demás personas en su vida ordinaria, y es lógico y equitativo que su accionar se rija por las normas del derecho privado. Si, por el contrario, el perjuicio resulta de un acto de autoridad, el Estado es irresponsable pues no ha actuado en defensa de sus intereses patrimoniales, sino que actúa en ejercicio de su derecho de soberanía, y por lo tanto, debe imponerse a los administrados sin dar lugar a estos a reclamación alguna.

Con el correr del tiempo, Francia dejó de lado la distinción entre acto de gestión y acto de autoridad para determinar la responsabilidad del Estado, y llegó a la conclusión de que todo acto administrativo puede generar responsabilidad del Estado, pero ello se subordina a la falta de servicio público.

Ahora bien ¿Cuándo hay falta de servicio? Cuando no se cumple, o cuando se cumple en forma deficiente o tardíamente. Si el funcionario ha puesto todo su empeño en prestar el servicio en forma eficiente y aún así se produce el daño, entonces el Estado es directamente responsable.

Si, en cambio, el funcionario se extralimita en sus funciones, hay falta personal. Cuando el agente realiza un acto con la intención de causar un daño, realiza un acto que sabe no le corresponde y lo mismo lo lleva a cabo, entonces la responsabilidad pasa a ser del funcionario y no del Estado. 
Aquí se plantea la idea de una mejor defensa de los derechos particulares, exigiendo una reparación al Estado, cuando es el Estado el que perjudica al poner en movimiento su actividad.

El Estado es considerado, en este caso, como persona, la cual se hace responsable por sus actos. 

La responsabilidad del Estado funciona en forma pura en caso de falta de servicio o por hecho lícito que exija obligación de indemnizar, mientras que la falta personal imputable a la persona o agente que la comete, da origen a la responsabilidad personal.
7.D) Responsabilidad directa del Estado:

En la actualidad, existe una corriente doctrinaria que afirma la responsabilidad directa del Estado, sin necesidad de conocer previamente, si el daño fue culpa del agente o de la administración.

El traspaso al Estado de las obligaciones emanadas de la responsabilidad de los funcionarios, tiene por fin poner al acreedor frente a un deudor cuya solvencia en cualquier caso es indiscutible.
El fundamento de esta teoría radica en que, en última instancia, es el Estado el que forma a los funcionarios, los coloca en su puesto, les indica las funciones y, en definitiva, se compromete a la adecuada prestación del servicio para lo cual se vale de dichos funcionarios.

En la Argentina, el criterio de la Corte Suprema fue variando y ya en 1933, a partir de la sentencia “Tomas Devoto y CÍA. S.A. C. Gobierno  Nacional, por daños y perjuicios”, aceptó la responsabilidad extracontractual del Estado, aún actuando como persona de derecho público, pero sólo en los casos en que los daños provocados resulten de la irregular actividad estatal.

Por fin, se llega a una tercera interpretación, en línea con la corriente jurisprudencial del resto del mundo, en la que se acepta la responsabilidad extracontractual  del Estado, actuando como persona de derecho público, con prescindencia de si los perjuicios contra los administrados resultan de un obrar irregular, admitiéndola incluso, cuando el Estado actúa en el ejercicio legal de sus poderes, sentándose la responsabilidad amplia del Estado, por los actos realizados por él o por sus agentes.
8) FUNDAMENTO DE LA RESPONSABILIDAD
8.A) Teoría de la representación 

 Se basa en la idea de que el representado, (en este caso el Estado) responde por los actos de su representante (el funcionario). Esta responsabilidad se funda en la elección del representante por parte del representado. Esta teoría no es aceptable para la mayoría de la doctrina ya que no es la administración propiamente la que elige a los funcionarios, sino que éstos son elegidos, a su vez, por otros funcionarios, por lo que la responsabilidad terminaría recayendo sobre éstos últimos.

8.B) Teoría de la proporcionalidad de las cargas

Esta teoría formulada por Tessier, se fundamenta en el hecho de que ningún ciudadano debe sufrir más que otro las cargas impuestas en interés de todos. Cuando un acto produce un daño injusto a un ciudadano con respecto a los demás, debe ser indemnizado.

Entrena cuesta, partiendo de ésta teoría, fijó como principio para responsabilizar al Estado, el de igualdad ante la ley. Según este principio, cuando el Estado produce un daño a una persona que no está obligada a soportar el mismo, debe ser recompensado mediante el pago de una indemnización “... pues sería injusto que un particular se sacrifique, sin tener que hacerlo, en beneficio de la comunidad y que ésta no compense dicho sacrificio”.

8.C) Teoría de la responsabilidad por riesgo
La responsabilidad de la Administración Pública, existe por el hecho de haber ocasionado el funcionamiento del servicio público, un perjuicio particular a un individuo o a un grupo de personas. La posibilidad de ocasionar ese daño es un riesgo que corre el Estado al realizar cada uno de sus actos, por lo tanto hay responsabilidad por riesgo.

8.D) Teoría de la equidad

Propugnada por Mayer quien sostenía “La indemnización existirá siempre que el Estado haya obtenido alguna ventaja en detrimento excepcional de un administrado”.

8.E) Fundamento constitucional y legal
El fundamento jurídico de la responsabilidad del Estado debe encontrarse en la Constitución, a fin de constituir una verdadera garantía. Nuestra Constitución, sin embargo, no tiene una disposición expresa sobre dicha responsabilidad. Dicha responsabilidad puede desprenderse implícitamente del art. 16 que reconoce la igualdad ante la ley, el que establece la inviolabilidad de la propiedad, y el art. 100 que se refiere a la posibilidad de demandar al Estado sin ninguna prerrogativa.

Dice Fiorini acerca de la inexistencia de una norma expresa sobre la responsabilidad del Estado, “Es verdad que no hay un artículo que consagre la responsabilidad reparatoria por el daño ocasionado, pero hay presupuestos fundamentales que consagran la reparación de los derechos ofendidos. Toda la responsabilidad reparatoria se funda sobre la ofensa de los derechos adquiridos y reconocidos”.3
Como consecuencia de la ausencia en la Constitución de una norma específica, los tribunales recurren al C. Civil para obtener el fundamento jurídico de la responsabilidad del Estado.

Sin embargo, es necesaria la incorporación de un artículo que fije expresamente la responsabilidad del Estado.
9) RESPONSABILIDAD DEL ESTADO SEGÚN SUS FUNCIONES

La responsabilidad del Estado según sus funciones puede derivar del ámbito administrativo, judicial o legislativo.

9.A) Hechos y actos administrativos
En la actualidad se proclama la responsabilidad total del Estado.

En el estudio de la legislación comparada, en Alemania, el Estado era responsable frente a terceros por un acto de gestión del órgano público, más cuando el acto frente a terceros es realizado por el funcionario “en ejercicio del poder público que se le confió” el Estado responde si una ley prohíbe dicho acto expresamente. Esto fue modificado posteriormente, así en la Constitución de Weimar en 1919, se estableció la responsabilidad exclusiva del Estado con derecho a repetir contra el funcionario.

El Código Civil español dice que el Estado es responsable cuando obrase por mediación de un agente especial, pero no cuando el daño hubiese sido causado por el funcionario a quien corresponda la gestión. En 1957, al dictarse la ley de régimen jurídico de la administración, se consagra la responsabilidad directa del Estado por los daños ocasionados.

La Constitución de Italia establece, en algunos, casos la responsabilidad directa del Estado, y en otros la responsabilidad indirecta. Cuando el funcionario haya realizado un acto ilícito en el ejercicio de sus funciones, tiene una responsabilidad directa por el mismo, pero también hay una responsabilidad indirecta del Estado en virtud de lo dispuesto por el Código Civil. En cambio cuando sea el mismo ente el que comete el delito, la responsabilidad del Estado será directa, ya que existe un poder ejercido de forma ilegal. Es decir, el Estado, en este caso, abusa de su poder para realizar un acto.

En Estados Unidos existe una fuerte tendencia a la consideración de la responsabilidad directa del Estado. La Federal Tort Clams Act estableció en 1946, que el Estado será responsable por los actos que produzcan un daño en la misma forma que una persona privada. Sin embargo, la misma ley establecía que el Estado no es responsable, por los actos realizados en cumplimiento de una ley que con posterioridad fuera declarada inconstitucional, lo cual es un tanto incongruente.

En Inglaterra regía la idea de que la corona estaba exenta de responsabilidad por sus actos, hasta que se dicta la Crown Proceedings por la cual desaparece gran parte de los privilegios de la corona, instituyendo un procedimiento común para las demandas contra la misma. Francia es el país más avanzado en cuanto al reconocimiento de responsabilidad por parte del Estado. Como ya hemos visto al tratar la Sistematización de la evolución histórica, en el derecho francés, el Estado era sólo responsable por los actos de autoridad, más no por los de gestión. Luego se comienza a distinguir entre falta personal y falta de servicio, haciéndose responsable el estado solamente por éstos últimos, pero a partir de 1951 se consagra la responsabilidad extracontractual del Estado en forma amplia, y declara que el Estado se responsabiliza tanto cuando se trate de una falta personal como de servicio.

En nuestro país se ha llegado a consagrar la responsabilidad extracontractual del Estado materializándola en algunas leyes. Hasta 1933 se sostuvo la irresponsabilidad del Estado fundándose en la interpretación del art. 43 del Código Civil. 

La Corte Suprema cambia el criterio, declarando responsable al Estado por los daños ocasionados al reparar una línea telegráfica, afirmando que, quien presta un servicio, lo debe hacer en condiciones adecuadas, como dispone el Código Civil, y que esta normativa es también aplicable al Estado.

Sin embargo, se mantenía la irresponsabilidad cuando el Estado actuaba como persona de derecho público, salvo que una ley expresamente determinase dicha responsabilidad.

En la actualidad, tanto doctrina como jurisprudencia, consagran la responsabilidad total y amplia del Estado por los hechos y actos administrativos lícitos e ilícitos, y aún por los hechos ilícitos cometidos por sus agentes. 

9.B) Actos legislativos
El Poder Legislativo también puede producir serios daños con su accionar, por ejemplo al declarar de utilidad pública una actividad privada, o cuando prohíbe otras que hasta ese momento eran lícitas.

Ante una situación de este tipo existen tres posibilidades a considerar:

a_ Que el mismo legislador fije la indemnización en la ley respectiva.

b_ Que no haga mención acerca de la posibilidad de indemnizar.

c_ Que expresamente niegue la indemnización. 

Los principales problemas surgen cuando se plantea  alguno de los dos últimos casos.

Acerca de la responsabilidad del Poder legislativo, existen aún grandes controversias.

Algunos consideran que ninguna responsabilidad puede derivar de la aplicación de una ley, aunque ocasione perjuicio, puesto que de la sola voluntad del legislador puede derivar una indemnización.

Autores como Duguit, apoyaron la tesis de la responsabilidad, basando su opinión en que si el Estado responde por los daños que le causa a sus administrados, no hay razón para creer que esta cobertura no alcance a los daños derivados de actos legislativos.

Actualmente la doctrina mayoritaria admite la responsabilidad del Estado por el acto legislativo.

En el caso que sea la misma ley la que establece la negación del pago de una indemnización, algunos autores opinan que nada puede hacer el juez ante una ley que expresamente niega esa posibilidad. Sin embargo son pocos los que sostienen esta posición, ya que todo juez tiene facultad para declarar la inconstitucionalidad de una ley.

En  síntesis, si bien existe discusión respecto de la idea de responsabilizar al Estado por sus actos legislativos, la tendencia apunta al reconocimiento de dicha responsabilidad. Ahora bien, para que surja esa responsabilidad y, en consecuencia, la indemnización, es fundamental probar dos cosas, la existencia del daño y la relación entre éste y la actividad legislativa.

9.C) Actos judiciales
La responsabilidad del Estado por el acto judicial, es uno de los problemas que más se ha discutido. Esta responsabilidad surge por errores judiciales, el caso más común es cuando se condena a un inocente.

Cuando se produce un hecho de éste tipo, son dos los aspectos que se deben considerar, por un lado el daño de índole patrimonial, (cesación del negocio, pérdida de empleo, etc.)pero por sobre todas las cosas, el daño moral que sufre el damnificado como consecuencia del error judicial, en cuanto a su relación con su familia, la sociedad, y la posible privación de la libertad.

A lo largo de la historia se ha tratado esta posibilidad de resarcir al particular ante un error judicial. Ya Roma y Atenas lo aceptaban en ciertos casos. No fue así en la época monárquica, en la que debido a la creencia del origen divino del Rey, no se dudaba de su veredicto. Poco a poco, con los cambios producidos en los diversos Estados, fueron surgiendo ordenanzas que reconocían este derecho.

Según Cretella, en el acto judicial, el error puede ser motivado por la factibilidad humana.

Este error puede ser reparado mediante actos de revisión, pero si ya produjo daño, el Estado tiene el deber de repararlo.

Cretella fundamenta la responsabilidad del Estado, ya sea, en la culpa administrativa, que comprende la responsabilidad personal del juez, en el accidente administrativo, que excluye al juzgador, pero compromete al Estado por falla técnica del aparato judicial, o por riesgo integral del Estado, en razón de la igualdad ante las cargas públicas.
10) REGISTRO JURISPRUDENCIAL 
Caso 1

El art. 1113 del C.C. es aplicable al Estado y a sus entes descentralizados por los daños causados por las cosas en su dominio público.-  “DIAZ DE GHIOTTI ANA C/ MUNICIPALIDAD DE LA CAPITAL” Fecha 02/07/96. 

Caso 2

Existe responsabilidad del Hospital, y con él, del Estado, por la prestación defectuosa e irregular del servicio de salud, aunque no se pueda demostrar la culpa personal del o de los funcionarios involucrados.- FISCAL DE ESTADO EN J CANEO CORREAS MIREYA Y OT. / MARIO CHRABOLOWSKY Y GOBIERNO DE MENDOZA, Fecha 05/12/95.

 Caso 3

La ley 24.028, ha detenido el avance de la llamada teoría de la indiferencia de la concausa, creación jurisprudencial, luego ratificada por la argumentación de los art. 8 y 22 de la ley 23.643. En el sistema actual se retrotrae al sistema del derecho común, de manera que en caso de concurrencia de factores causales atribuibles al trabajador y factores causales atribuibles al trabajo, sólo se indemniza la porción del daño que se generó por propia responsabilidad, es decir, solo se indemniza la incidencia de los factores causales atribuibles al trabajo.- FISCAL DE ESTADO EN J BONA ANGEL / BODEGAS  Y VIÑEDOS GIOL, Fecha 25/10/94.

Caso 4

No toda actividad lícita del Estado que cause un daño, genera obligación de reparar, es imprescindible que un trato desigualitario, haga cargar al administrado con un daño que debe ser distribuido entre otros.- FISCAL DE ESTADO EN J FECUNDA S.R.L. / GOBIERNO DE LA PROVINCIA DE MENDOZA, Fecha 28/06/94.

Caso 5

La responsabilidad del Estado es directa, independientemente de que no se individualice al autor, siempre que el Estado no cumpla eficazmente sus obligaciones, máxime cuando no cumpla una obligación prevista en la propia Constitución Nacional. 

FISCAL Y ACTOR CIVIL / LOPEZ TEJADA MIGUEL VICENTE, Fecha 09/12/93.

Caso 7

El art. 1074 del C.C., (aplicable a la responsabilidad del Estado) solo comprende los ilícitos por  omisiones simples, y no los de comisión por omisión. En los casos de responsabilidad del Estado, no es necesario que la obligación sea impuesta en forma expresa, basta que se de: a) la existencia de un interés normativamente relevante, b) la necesidad material en actuar para tutelar el interés,  c) la proporción entre el sacrificio que comporta el actuar y la utilidad que se consigne en el accionar.- PODER EJECUTIVO DE LA PROVINCIA EN J TORRES FRANCISCO / PROVINCIA DE MENDOZA, Fecha 04/04/89.

CAPITULO Il

RESPONSABILIDAD POLÍTICA
1) INTRODUCCIÓN

Antes de comenzar a desarrollar el tema de la responsabilidad política, nos parece razonable que hagamos un pequeño resumen de lo que son los privilegios e inmunidades que directamente se relacionan con este tipo de responsabilidad. Cuando hablamos de privilegios, estamos haciendo referencia a los fueros que revisten a ciertos funcionarios del estado, o mejor dicho, al órgano institución que trae aparejado a dichas personas, los cuales son una constante del derecho constitucional del poder comparado. Estos se repuntan establecidos, no en interés particular del legislador que con ellos se beneficia, sino del parlamento como órgano, y se alega que tiene como finalidad asegurar la independencia, el funcionamiento y la jerarquía del mismo.

Entre los privilegios, encontramos los colectivos y los personales; los primeros se refieren a aquellos que poseen, por ejemplo, cada cámara del congreso, y los segundos, que son los que revisten a las personas y nos interesan en nuestro estudio, podemos citar la inmunidad de opinión y expresión, la inmunidad de arresto, la dieta, etc.

Estos privilegios que revisten a ciertos funcionarios como Presidente, Vicepresidente, jueces, etc. llevan a las mismas a una superficie jurídica más compleja, por cuanto, cuando algunos de ellos cometa algún acto ilícito o hecho que perjudique en esencia al interés general, para ser juzgado en su responsabilidad como persona civil común, primeramente deberá ser juzgada su responsabilidad política a través de algún mecanismo constitucional, como es el juicio político, y luego así poderlo someter a la justicia ordinaria. No implica necesariamente que una destitución de un funcionario a través del juicio político, lo lleve directamente a la justicia civil o penal, sino puede ocurrir que aquel haya cometido una serie de actos inmorales, que implique una desconfianza social, por cuanto solo haya sido destituido del cargo.  

El examen de la responsabilidad política, que surge cuando está en juego el interés general de la sociedad, lesionado por  la conducta de los funcionarios mencionados en el artículo 53 de la Constitución Nacional, y correlativos de las Constituciones provinciales- es propio del derecho Constitucional.

Art. Nº 53 C.N. (Cámara de Diputados) “solo ella ejerce el derecho de acusar ante el Senado al presidente, vicepresidente, al jefe de gabinete de ministro, a los ministros y a los miembros de la Corte Suprema, en las causas de responsabilidad que se intenten contra ellos, por mal desempeño o por delitos en el ejercicio de sus funciones; o por crímenes comunes, después de haber conocido de ellos y declarados haber lugar a la formación de causas por la  mayoría de dos terceras partes de sus miembros presentes”.
2) FUNDAMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD POLÍTICA
Donde haya un poder de gobierno, cualquiera que sea el departamento de que se trate, debe haber una responsabilidad. Desde el presidente de la Nación, hasta el último de los funcionarios, son responsables de sus actos como órganos del Estado, efectuando una síntesis entre el principio republicano y el representativo, fundado en la soberanía del pueblo, del cual los gobernantes por él elegido, son sus mandatarios, agentes o gestores.

 Si buscamos una síntesis de la responsabilidad, la podemos encontrar en las palabras de Sarmiento García, recordando palabras de Alberdi: “ La responsabilidad de los encargados de todo poder público, es otro medio de prevenir sus abusos. Todo el que es depositario o delegatario de una parte de la soberanía popular,  debe ser responsable de infidelidad o abusos cometidos en su ejercicio. Para que la responsabilidad sea un hecho verdadero, y no una palabra mentirosa, debe estar determinada por la ley con toda precisión; deben existir penas señaladas para los abusos de los mandatarios, jueces que las apliquen y leyes que reglen el procedimiento del juicio político...” 

Un tema bastante controvertido, y que ha dado lugar a opiniones encontradas, es el aceptar o no la existencia de la responsabilidad política de los funcionarios del Poder Judicial.

En una postura opuesta a la responsabilidad política de estos funcionarios, se encuentra Rossetti, entre otros, quién fundamenta su posición, partiendo de que no toda función del Estado es política, identificando a esta como el “mando”, y que es inherente a los poderes Ejecutivo y Legislativo, mientras que al Poder Judicial le atribuye la función de “control”; cita en aval de su postura a Heller, para quién sólo son actividades políticas, el gobierno y la legislación, no la administración y la justicia.

Por otra parte, se encuentran aquellos que defienden la existencia de esta responsabilidad de los agentes judiciales, por ejemplo Rodriguez Villafañe, quién afirma enfáticamente, que el Poder Judicial es político y sus decisiones también políticas en cuanto es órgano del poder estatal, y sus pronunciamientos deben proyectar la concepción doctrinaria que cubre a la legislación y a la actividad estatal. 

Pero a parte del papel genérico –como órgano del estado- que pueda corresponder al Poder Judicial, el autor le asigna un rol político específico, como es el de ejercer el control de constitucionalidad sobre la acción de los otros poderes, en cuyo caso tal atribución, lo perfila como Poder Político en el sentido de que actúa como “poder  control” o “poder moderador”.

En nuestra opinión, pensamos que la responsabilidad política de los agentes judiciales es válida, ya que si bien no son elegidos por el pueblo, lo cual les daría un sostén político, y las  decisiones tomadas no tienen perfiles  de conveniencia y oportunidad como lo son en el resto de los Poderes, sino, por el contrario,  se las  aplican a un caso concreto, son en definitiva funcionarios del estado y deberán ser destituidos del cargo cuando dañen al interés general.
3) CARACTERES DIFERENCIALES 
Los motivos fundamentales son:

· Porque las constituciones (nacional y provinciales) limitan este tipo de responsabilidad a un número reducido de funcionarios.

· Porque el mecanismo para hacerla efectiva, esto es, el juicio político, tiene como única finalidad la remoción o destitución del funcionario, por las causales previstas en las constituciones, sin perjuicio de la responsabilidad residual que pudiere caber en materia civil o administrativa. Puede, cuando más, establecerse mediante el referido procedimiento, una sanción, pero de naturaleza accesoria: la inhabilidad para ocupar el cargo nuevamente, pues el tribunal de juicio puede declarar al inculpado incapaz de ocupar ningún empleo de honor, de confianza o a sueldo de la Nación o provincia. 

De lo comentado podemos razonar que el efecto principal del juicio político no implica una sanción, sino se trata de la privación de una competencia  pública.
4) PANORAMA GENERAL EN LOS DISTINTOS NIVELES DE GOBIERNO
En el orden nacional  no puede mencionarse que exista responsabilidad política de los agentes estatales, pues esta se instituye por juicio político y la Constitución Nacional la establece para los miembros del Poder Ejecutivo (presidente, vicepresidente y ministros), juntamente con los miembros del Poder Judicial federal. En el orden provincial se refieren a funcionarios de origen constitucional. Esta clase de responsabilidad tiende a retirar cierta inmunidad que tenía el agente, juntamente con la destitución, y poderlo así enjuiciar ante la justicia, por los delitos o daños que hubieren ocasionado. La responsabilidad política es excepcional y restringido para ciertas autoridades constitucionales y no para los agentes estatales.

El legislador, no puede extender la responsabilidad política  a otras autoridades. Las leyes que la extienden para ciertos funcionarios, como acontece  respecto a los miembros del Banco Central, o Tribunal de Cuentas de la Nación, son inconstitucionales. En el orden provincial acontece lo mismo, con la diferencia que tienen también responsabilidad política, algunos funcionarios con origen constitucional, como son los Fiscales de Estado, los Directores del Bancos y los miembros del Tribunal de Cuentas.

5) MATERIALIZACION DE LA RESPONSABILIDAD 
5.A) En el gobierno nacional 

5.A.1) El Juicio Político
De las distintas definiciones que se han dado por diferentes autores como Quiroga Lavié, senador Summer, Gonzales Calderón, etc., nos quedamos con éste último, que define al Juicio político como “un procedimiento solemne, iniciado por los representantes directos de la Nación y por ellos promovidos ante el Senado como superior tribunal de justicia política, para verificar y hacer efectiva la responsabilidad constitucional de los funcionarios que comprende el art. 53 C.N.”

Esta institución tiene su origen en los sistemas parlamentario como el inglés, que afirmó su poder controlando a los ministros del rey. El primer caso data de 1376, cuando el parlamento  dedujo juicio político a un amigo del rey y a su concubina por delitos oficiales y comunes. Pero con el advenimiento del régimen parlamentario, al retirar el Parlamento la confianza de los ministros, se evitaba el engorroso procedimiento del juicio político, y de esta manera comenzó a dejarse de utilizar, a partir de 1805, al acusarse al vizconde Melville.

En el régimen Presidencialista, la responsabilidad política se ejerce mediante el procedimiento del juicio político. Hay quienes sostienen que el Poder Legislativo ejerce funciones jurisdiccionales con motivo del juicio político, aunque otros, como Gordillo, considera que sobre esta materia, se trata simplemente de la remoción de un funcionario público por mal desempeño o delito en el ejercicio de sus funciones, acto eminentemente administrativo, sujeto a ciertas garantías que salvaguardan el derecho de defensa del acusado.

El juicio político en la Constitución Nacional, según texto de 1853, la Cámara de Diputados acusaba al Presidente, Vicepresidente y a los ministros, a los miembros de ambas Cámaras, a los de la Corte Suprema de justicia y a los Gobernadores de  provincia por delitos de traición, concusión, malversación de fondos públicos, violación de la Constitución u otros que merezcan pena infamante o de muerte...... . La reforma de 1860 suprimió el enjuiciamiento a los gobernadores de provincias (contrariaba al federalismo) y a los miembros de ambas cámaras (tienen su propio régimen correctivo). Asimismo, por el anterior art. 45 modificó las causales, siendo las mismas: mal desempeño, delito en el ejercicio de sus funciones y crímenes comunes.
5.A.1.a) Funcionarios acusables
De acuerdo con la reforma de 1994, las personas sujetas a acusación por la cámara baja son: el Presidente, Vicepresidente, Jefe de Gabinete de Ministros, ministros y miembros de la Corte Suprema (art. 53).

En lo que respecta a los miembros de tribunales inferiores de la Nación, los mismos se encuentran sujetos a acusación por el Consejo de la Magistratura (art. 114, inc. 5).

5.A.1.b) Causales
El art. 53 de la C.N., ha dejado subsistente las causales de mal desempeño, delito en el ejercicio de sus funciones y crímenes comunes.

· Mal desempeño: una doble perspectiva de análisis, por un lado el contenido de la misma y por otro en cuanto a los principios constitucionales en juego.
Respecto del primero, la Constitución ha delegado en ambas cámaras, la apreciación discrecional de las circunstancias que concurran al caso concreto. Respecto del segundo, es necesario analizar dos categorías de enjuiciamiento, por un lado la del Presidente, Vicepresidente, Jefe de Gabinete y ministros,  que no requiere que los actos transgresores sean reiterativos, sino, por el contrario, basta para ser enjuiciado, con un solo hecho con connotación trascendente; y por otro los miembros de la Corte Suprema, donde juega un factor trascendente la independencia del Poder Judicial, por cuanto los actos, además de ser graves, irregulares y perjudiciales, estos si deben ser habituales.

· Delitos en el ejercicio de las funciones: necesita la incriminación legal de la conducta, es decir, que el Senado debe moverse dentro del marco del Código Penal.
· Crímenes comunes:  se está juzgando, no al funcionario, sino al ciudadano que comete crímenes comunes fuera de sus funciones.
5.A.1.c) Procedimiento
La denuncia por juicio político puede iniciarla cualquier particular o bien un diputado. La misma debe ser por escrito, siempre fundamentando los hechos o conductas meritorias a tal efecto, individualizando el cargo que ejerce el denunciado y las pruebas que sustentan la acusación. Si surgieren elementos ciertos y semiplena prueba de causales graves,  se procede a abrir “la instancia” mediante la sustentación del sumario, citándose al acusado para su defensa. A posteriori se abre la causa a pruebas citándose a testigos, se libran de oficio para recabar informe, se realizan inspecciones oculares, etc. En caso de allanamiento, debe solicitarse la respectiva orden del juez en lo penal de turno, e igual procedimiento debe utilizarse en caso de arresto  de testigos.

Si la comisión de Juicio Político entiende que no hay méritos para acusar, lo expresa en un dictamen, con la aclaración de que lo actuado no afecta el buen nombre y honor del acusado.

Si, por el contrario, se hace lugar al pedido, todas las actuaciones pasan al plenario de la Cámara de Diputados, la que necesita una mayoría agravada de dos tercios de los miembros presentes.

5.A.1.d) Enjuiciamiento
Si prospera la acusación en Diputados, se forma una comisión de tres miembros de esta cámara a fin de que se sostenga la acusación en la cámara alta. Ya que como nos dice el art. 59 de nuestra constitución, es al Senado a quién corresponde juzgar a los acusados por la cámara baja.

El art. 59 C.N. “al Senado corresponde juzgar en juicio público a los acusados por la Cámara de Diputados, debiendo sus miembros prestar juramento para este acto. Cuando el acusado sea el presidente de la Nación, el Senado será presidido por el presidente de la Corte suprema. Ninguno será declarado culpable sino a mayoría de los dos tercios de los miembros presentes.”

Las particularidades del juicio político son las siguientes:

· En cuanto al juramento, los senadores se encuentran bajo diferentes juramentos y no por eso son funcionarios judiciales o ejercen funciones judiciales.

· El Senado no juzga, pues no impone penas. Solo destituye o no, inclusive puede inhabilitar (art. 60 C.N.) pero la parte condenada quedará sujeta a acusación, juicio, y castigo ante los tribunales ordinarios.

· Las resoluciones del Senado no se fundan, tanto para mantener en el cargo como para destituir. Esta es la diferencia esencial con las sentencias que en todos los casos deben fundarse.
5.A.1.e) Suspensión del enjuiciamiento
Una tesis sostiene que es improcedente suspender al acusado, porque no está contemplada en la Constitución y constituye una pena anticipada y, en caso de los jueces, no pueden suspendérselos pues ellos permanecen en sus cargos mientras dure su buena conducta. Sostienen esta teoría Linares Quintanas y González Calderón, entre otros.

La tesis opuesta sostiene que la suspensión si es procedente pues no significa remover ni juzgar.

La razón de que es procedente la suspensión, radica en que muchas veces la prueba de la responsabilidad se encuentra en poder del funcionario enjuiciado, pudiendo este entorpecer la labor investigativa, ya que el acusado puede presentar obstáculos a la labor de las cámaras.

Tampoco puede ser una pena anticipada, o un prejuzgamiento, pues el Senado no prejuzga ni impone penas, solo ejercita una actividad que le es propia, privativa y excluyente.

5.A.1.f) Resolución del senado
Su fallo no tendrá más efecto que destituir al acusado y declararle incapaz de ocupar ningún empleo de honor, de confianza o a sueldo de la Nación.

La finalidad sustancial del juicio político es remover, separar, destituir al acusado por su indignidad en el elevado cargo. De allí que el Senado, en el supuesto que se probase los cargos de la acusación, debe proceder a destituir.

Sin perjuicio de ello, puede o no declarar la inhabilidad (temporal o permanente), para ejercer empleo de honor o de confianza o a sueldo de la Nación.

5.A.2) Atribución del Consejo de la Magistratura
Con la reforma de 1994, aparece una nueva figura constitucional llamada Consejo de la Magistratura, dicho órgano tiene dos grandes funciones señaladas en el art. 114 de la C.N.: selección de los magistrados y administración del Poder Judicial. Está integrado periódicamente, de modo que se procure el equilibrio entre la representación de los órganos públicos resultantes de la elección popular, de los jueces de todas las instancias y de los abogados de la matrícula federal; será integrado, asimismo, por otras personas del ámbito académico y científico, en el número y la forma que indica la ley especial que lo reglamenta.

Entre las diversas atribuciones que se desprenden, las dos grandes funciones que tiene este órgano, son las de ejercer facultades disciplinarias sobre los magistrados y decidir la apertura del  procedimiento de remoción de magistrados, en su caso ordenar la suspensión, y formular la acusación correspondiente.

Nuestra constitución contempla en el art. 115, que los jueces de tribunales inferiores de la Nación serán removidos por las causales expuestas en el art. 53 de la C.N. (ya vistas para la aplicación del juicio político), por un jurado de enjuiciamiento integrado por legisladores, magistrados y abogados de la matrícula federal. Su fallo será irrecurrible, no tendrá mas efecto que destituir al acusado, pero la parte condenada, al igual que en el caso del juicio político, quedará, no obstante, sujeta a acusación, juicio y castigo conforme a las leyes ante los tribunales ordinarios.
5.A.2.a) Naturaleza del jurado
No estamos en presencia de un tribunal de justicia, sino de naturaleza política, por las siguientes razones:

· Las causales de enjuiciamiento son las mismas de 1853 y son de naturaleza política.

· El criterio para el juzgamiento sigue basado en la discrecionalidad política.

· El procedimiento se inicia con un órgano acusador, que después desaparece. Todo tribunal de justicia tiene permanentemente un órgano que ejerce la acción. En cambio, el Consejo de la Magistratura insta el procedimiento pero no continúa en él, ya que este queda en manos del jurado.

· Persigue solamente la destitución del magistrado.

· En su composición incluye abogados que no son jueces.

· Y el fallo es inapelable.

5.A.2.b) Apertura del procedimiento
Corresponde al Consejo de la Magistratura la decisión de la apertura del procedimiento que implica el juzgamiento prima facie respecto de la verosimilitud de los hechos, y que ellos constituyen motivo suficiente para abrir la causa.

La acusación constituye el acto procesal mediante el cual, la decisión interna del Consejo, se exterioriza y se dirige al Jurado; siendo el equivalente del juicio político, de la acusación producida en la Cámara de Diputados.

El Consejo acusa, pero no interviene más en el procedimiento, que queda en manos del jurado y éste no puede iniciar por sí mismo la acusación.

Es el Consejo quién efectúa el análisis primario, según el cual habrá mérito o no para la remoción del magistrado. Si no los hay, no continuará el procedimiento, o todo se limitará a la aplicación de una sanción disciplinaria distinta de la remoción.

5.A.2.c) Contenido del fallo
Mientras el juicio político produce como efectos la remoción del miembro de la Corte enjuiciado, puede éste ser susceptible de la sanción accesoria de inhabilitación para ocupar empleos de honor, de confianza o a sueldo de la Nación.

5.A.2.d) Irrecurribilidad del fallo
Todos los recursos han quedado eliminados por la claridad del texto legal. Aunque se invoque defectos procesales, la corte deberá rechazar formalmente el recurso extraordinario.
5.B) En el gobierno provincial
La mayoría de las Constituciones Provinciales  se apartan, en alguna medida,  del mecanismo tradicional para determinar la responsabilidad política, en cuanto proponen un doble sistema: juicio político para los gobernadores, vicegobernadores, ministros y miembros de las cortes o tribunales superiores; y “Jury” o jurado de enjuiciamiento para los magistrados y funcionarios inferiores del Poder Judicial.

5.B.1) El Juicio Político
5.B.1.a) Funcionarios que comprende en relación a las provincias de nuestro país
· Gobernador: la totalidad de las provincias.
· Vicegobernador: Buenos Aires, Catamarca, Córdoba, Corrientes, Chaco, Chubut, Entre Ríos, Formosa, Jujuy, La Pampa, La Rioja, Mendoza (art. 109 C.P.), Misiones, Río Negro, Salta, San Juan, Santa Cruz.
· Ministros: Todas, con excepción de las Constituciones de Jujuy y Misiones.
· Miembros de tribunales superiores o corte: Todas las constituciones, con excepción de San Juan, San Luis y Santiago del Estero que los someten al Jury de enjuiciamiento.
· Fiscal de Estado: Buenos Aires, Formosa, La Pampa, Río Negro y Santa Fe.
· Miembros del Tribunal de Cuentas: Formosa y Santa Fe.
· Magistrados Inferiores: Corriente y La Rioja.
· Contador y Tesorero de la provincia: Formosa.
· Contador General de la Provincia: Río Negro.

5.B.1.b) Causales
En términos generales, todas las constituciones establecen las mismas causales de juicio político, con algunas particularidades.

· Mal desempeño en sus funciones.

Esta causal comprende una gama de supuestos que, incluso las mismas constituciones reiteran en sus disposiciones, tales como negligencia o morosidad en el ejercicio de sus funciones.

Como se ha dicho esta causal comprende un sin número de hipótesis que no es del caso enunciar, aunque conceptualmente puede afirmarse que el mal desempeño está en directa relación con el deber de dedicación a la función o, como bien señala José María Santa Cruz, respecto de las incompatibilidades, acatamiento del orden jerárquico y obediencia, trato correcto y conducta moral irreprochable.

· Delitos en el ejercicio de sus funciones.

Quiroga Lavié describe como figura típica en tal sentido, el delito de incumplimiento de los deberes de funcionarios públicos, contemplado por los arts. 248 a 253 del Código Penal, sin perjuicio de las demás figuras penales en que pueda encuadrar la inconducta, siempre que sea cometida con motivo de la realización de las funciones.

· Delitos comunes.

A diferencia del anterior, se trata aquí de los cometidos por el funcionario público, pero sin ninguna vinculación con el ejercicio de sus funciones.

· Incapacidad física o mental sobreviniente. 

Muy pocas constituciones contemplan esta causal (Catamarca y Chaco). Ello debido a que aparece como muy remota la eventualidad de que un funcionario con un impedimento físico o mental de naturaleza tal que le impida el correcto desempeño de su cargo, insista en permanecer en sus funciones aunque, por cierto, no hay que descartar la posibilidad de que esto ocurra.

· Desconocimiento reiterado y notorio del derecho.

Es la hipótesis que prevé la Constitución de Catamarca y que, evidentemente, se refiere a los miembros de la Corte de Justicia, habida cuenta que para el acceso a los otros cargos políticos –gobernador y ministros- no es requisito la versación en derecho. Desde otro punto de vista, cabe aquí la misma observación formulada a la causal anterior, en cuanto al mencionado desconocimiento, necesariamente habrá de traducirse en un mal desempeño de la función jurisdiccional.

5.B.1.c) Procedimiento
Se advierte que según se trate de constituciones con sistemas unicamerales o bicamerales, el procedimiento para el Juicio Político, lógicamente, habrá de sufrir variantes o, en los casos de La Rioja, Jujuy, Formosa y Santiago del Estero, que se apartan del sistema tradicional. No obstante podemos señalar aspectos comunes a los distintos sistemas en el siguiente cuadro:
	Aspectos comunes
	1. Denuncia: por cualquier habitante a la legislatura.

	
	2. Suspensión del acusado en sus funciones desde que se hace lugar a la acusación.

	
	3. Efectos de la sentencia: sólo destitución del cargo y eventual inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos.

	
	4. Se fijan plazos para llevar a cabo el procedimiento, se desestima la acusación y el acusado de hecho vuelve al ejercicio de sus funciones.


· Constituciones con poder legislativo bicameral.

A este sistema se adscriben las cartas de Buenos Aires, Catamarca, Córdoba, Corriente, Entre Ríos, Mendoza, San Juan, Santa Fe y Tucumán.

	Cámara Acusadora

(Diputados)
	Cámara de Diputados
	· Recibe denuncia.

· Decide si hay o no lugar a la formación de causa por simple mayoría.

· En caso afirmativo, pasa actuaciones a la comisión investigadora elegida de su seno.

	
	Comisión Investigadora
	· Investiga la verdad de los hechos.

· Tiene amplias facultades.

· Eleva dictamen a la Cámara.

· Debe expedirse en un plazo determinado.

	
	Cámara de Diputados
	· Si el dictamen de la comisión investigadora es favorable a la acusación, lo acepta o rechaza por mayoría de los 2/3 de votos de los presentes.

· En caso de aceptación del dictamen de la comisión investigadora, nombra una comisión para que sostenga la acusación ante el Senado.


	Cámara de Justicia

(Senadores)
	· Oye al acusado y a la cámara acusadora.

· Recibe pruebas y alegatos, respetando el derecho de defensa.

· Ningún acusado será declarado culpable sin sentencia dictada por mayoría de los 2/3 de los votos de los miembros presentes.


· Constitución con poder legislativo unicameral. 

Dentro de este grupo de cartas que adoptan un procedimiento común, se hallan las provincias del Chaco, Chubut, La Pampa, Misiones, Neuquén, Río Negro, Santa Cruz y San Luis.

En la primera sesión anual, la Legislatura se divide en dos Salas, una acusadora y la otra juzgadora o de sentencia.

	Sala acusadora
	· Presidida por un diputado.

· Designa comisión de investigación de 5 miembros.

· Funciones de la comisión investigadora:

· Investiga la verdad de los hechos.

· Amplias facultades.

· Eleva dictamen a la sala acusadora.

· La sala acusadora acepta o rechaza el dictamen de la comisión investigadora por mayoría de 2/3 de votos.

· En caso afirmativo nombra una comisión de 3 miembros para que sostengan la acusación ante la sala juzgadora.

	Sala juzgadora o de sentencia.
	· Presidida por el presidente del tribunal superior.

· Oye a la comisión acusadora y al acusado.

· Ningún acusado será declarado culpable sin sentencia dictada por mayoría de los 2/3.

· Voto nominal sobre cada uno de los cargos.


· Constituciones que adoptan sistemas especiales.

Hay un grupo de constituciones que plantean un régimen especial respecto de las anteriores analizadas, tanto en el procedimiento como en la integración del órgano encargado del juzgamiento. Solo nos remitimos a mencionarlas por cuanto cada una plantea un sistema específico respecto de las otras y no es parte del objetivo del trabajo.

Las mismas son: Formosa, Jujuy, La Rioja y Santiago del Estero.

5.B.2) Jury de enjuiciamiento
El ejercicio de la  función pública, en virtud del principio republicano de gobierno, genera responsabilidades que serán de distintas naturaleza según la función que desempeñe. En el caso de los magistrados judiciales, les cabe, por la actividad que desarrollan, una responsabilidad específica cuando ocurran las causales que las constituciones o las leyes prevén, la que calificamos de judicial o jurisdiccional. En razón de ello, afirmamos, la determinación de ellas requiere de un procedimiento y de un órgano encargado de establecerla, en directa adecuación a la naturaleza de la función que se investiga.

En esta inteligencia la mayoría de las constituciones provinciales han instituido el Jury o Jurado de enjuiciamiento de magistrados, con excepción de las cartas de Corrientes, Jujuy y La Rioja que someten a los magistrados judiciales al procedimiento del juicio político.

Cabe observar que las constituciones que adoptan esta institución, no han seguido un criterio uniforme respecto del tribunal de juzgamiento, como el procedimiento a seguir. Sin embargo, existe  uniformidad con algunas pequeñas excepciones respecto a las causales, así como también con relación a los funcionarios sometidos a tal procedimiento. 

5.B.2.a) Funcionarios que comprende 
· Magistrados y funcionarios inferiores: Esto es, jueces de cámara, de primera instancia y miembros del ministerio público. Así lo establecen todas las constituciones, con excepción de las anteriores apuntadas que los someten a juicio político.

· Miembros de tribunales superiores o cortes: Tal es el caso de las constituciones de San Luis y San Juan que se apartan del sistema del juicio político.

· Miembros de los tribunales de cuentas: Buenos Aires, Córdoba, Chaco, Entre Ríos, La Pampa, Mendoza, Misiones, Neuquén y Santiago del Estero.

· Fiscal de Estado o de Gobierno: Chubut, Entre Ríos, Mendoza, Misiones, Neuquén  y Santiago del Estero.

· Contador y Tesorero de la provincia: Chubut, Entre Ríos, Misiones y Río Negro.

· Director general de escuelas y vocales del consejo general de Educación: Entre Ríos.

· Asesor de Gobierno: Mendoza.

· Superintendentes y miembros del Consejo de Irrigación: Mendoza.

5.B.2.b) Causales
En términos generales, las constituciones provinciales reiteran, para el Jury de enjuiciamiento, las causales previstas para el juicio político: delitos comunes, delitos en el ejercicio de las funciones y mal desempeño.

Sólo algunas cartas especifican las causales, adecuándolas a las características propias de la función jurisdiccional; tal es el caso de Catamarca, que establece que considera falta grave, a los efectos de la remoción, el retardo reiterado de resolver las causas. Del mismo modo la constitución de Córdoba habla de  negligencia o morosidad en el ejercicio de sus funciones, agregando la causa de inhabilidad física y moral.

Respecto de la causal del delito común, cabe destacar las previsiones contenidas en las constituciones de Buenos Aires y San Luis, en cuanto establecen que la existencia del delito deberá ser determinada por el juez competente, previa suspensión por el tribunal de Jury, desde que se haga lugar a la acusación.

Sobre las bondades de estas previsiones constitucionales, nos remitimos a las consideraciones efectuadas al analizar la misma causal para el juicio político.

5.B.2.c) Procedimiento
Anticipamos que las constituciones no han seguido un criterio uniforme, tanto en materia de procedimiento, como en lo que a conformación del tribunal de Jury. Sin embargo, sobre los efectos de la sentencia o pronunciamiento del tribunal de Jury, hay coincidencia absoluta en todas las constituciones. En caso de mediar declaración de culpabilidad del acusado, solo tiene por consecuencia la destitución del funcionario o magistrado y, eventualmente, inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos, siguiendo en este aspecto los lineamientos para el juicio político ya analizados.

Debido a que no se ha seguido un criterio uniforme, y teniendo en mira el objeto de nuestro trabajo, nos limitaremos a detallar solamente el procedimiento de la carta de Mendoza.
Procedimiento en Mendoza.
	Tribunal

(art. 164)
	· Integración: Miembros de la Suprema Corte y un número igual de senadores y diputados.

· Designación: Diputados y senadores, anualmente por votación nominal en la primera sesión que celebren las respectivas cámaras.

· Presidencia: A cargo del Presidente de la Suprema Corte.

· Funcionamiento: Con la mitad mas uno de los miembros.

	Procedimiento

(art. 165)
	· Acusación: presentada por escrito al presidente del Jury, con determinación precisa de los hechos que sirvan de fundamento.

· Traslado: Al acusado por el término de diez días. Contestado el traslado en rebeldía, el Jury decidirá por votación nominal y mayoría de votos de la totalidad de los miembros, si hay o no, lugar a la formación de causa.

· Ministerio público: en caso de procedencia de la acusación, se dará intervención al procurador de la Corte.

· Recusación: Sólo se podrá recusar sin causa uno de los miembros del Jury.

· Medios de pruebas: se podrá hacer uso de todos los permitidos por la ley.

· Veredicto: previa deliberación secreta sobre el mérito de la prueba, el Jury pronunciará el veredicto en sesión pública con votación nominal sobre cada cargo, por sí o por no. Declaración de culpabilidad, por mayoría absoluta de los miembros.

· Efectos: Sólo destitución del acusado.


5.C) En el Municipio
En los municipios, ciertos funcionarios gozan de privilegios, como también podrán ser destituidos del cargo por las causas que la Ley de Municipalidades establece (ley 1079). Veamos:

El Art. 58 dice: “Los miembros de los Consejos Municipales son inviolables por las opiniones que manifiesten y por los votos que emitan en el desempeño de su cargo. Ninguna autoridad podrá reconvenirlos ni procesarlos en ningún tiempo por tales causas.”

El art. 96 dice: “El Intendente gozará de las mismas inmunidades que los concejales: no podrán ser obligados a compadecer ante los Tribunales para absolver posiciones, ni prestar declaraciones u otros actos relacionados con la gestión a su cargo; pudiendo recabarse su informe por escrito en caso que su deposición personal fuera indispensable.”

Por otra parte el art. 66 dice: “El Intendente y los Concejales podrán ser denunciados ante el Consejo Deliberante, ya sea por uno de sus miembros o por un elector del Municipio respectivo, por desorden de conducta, abuso del manejo de los fondos municipales, transgresiones u omisiones en el desempeño de sus cargos o por actos de indignidad o desacato contra el cuerpo.”

Según el art. 67: “El Consejo, después de haber tomado conocimiento de los cargos y juzgado que hay mérito para una investigación, nombrará la respectiva Comisión, con cuyo dictamen oirá al Intendente o al Concejal acusado en una sesión especial y decidirá enseguida si hay  lugar a la formación de causa, necesitándose para esta resolución, el voto afirmativo de los dos tercios de los miembros que componen el Cuerpo...”

Art. 68: “declarada la formación de causa, el Intendente o Concejal quedará suspendido en sus funciones hasta la terminación del proceso.

Dentro de los quince días de dictada esa resolución, el Consejo juzgará la conducta del Intendente o Concejal en sesiones públicas especialmente convocadas al efecto. La sentencia se limitará a absolver o destituir al Intendente o Concejal. La destitución sólo podrá ser declarada por dos tercios de votos del total de los miembros del Consejo.

El Intendente podrá asistir a esas sesiones acompañado de sus Secretarios y de un  letrado que designe a su efecto, quien tendrá voz en las deliberaciones del Cuerpo. Igualmente, podrá el Intendente hacerse representar en iguales condiciones por un letrado defensor.

Igual derecho tendrán los concejales encausados en lo que respecta al letrado defensor.”

Mientras que el art. 69 nos comenta que: “si el Consejo dejara transcurrir más de quince días desde el momento de la suspensión del Intendente sin dictar pronunciamiento definitivo, el proceso quedará sin efecto y aquel volverá a sus funciones, no pudiendo el cuerpo considerar, en adelante, acusaciones fundadas en los mismos hechos.”

Para concluir podemos agregar lo que dice el art. 106 inc. 5 sobre responsabilidades: “los miembros de las comisiones municipales quedan sujetos a igual responsabilidad que los demás funcionarios Municipales, podrán ser removidos de sus cargos antes de finalizar su período por mal desempeño de las  funciones encomendadas, con el voto de la mayoría absoluta de los miembros que componen el Consejo Deliberante.” 

CAPITULO IIl

RESPONSABILIDAD CIVIL 

1) PERSONALIDAD Y RESPONSABILIDAD ESTATAL
El reconocimiento de la personalidad jurídica del estado, permite las acciones por responsabilidad contractual y extracontractual contra él y su consecuente deber reparatorio con bienes propios, respecto de los actos y hechos estatales emitidos por sus órganos en ejercicio de las funciones del poder.
2) DERECHO APLICABLE
No existen normas jurídicas específicas que determinen cuales son las condiciones legales para que se opere esa responsabilidad. En algunos casos se exige que la conducta dañosa sea culpable (responsabilidad subjetiva), y en otros se prescinde de ese dato subjetivo (responsabilidad objetiva). En algunos supuesto el daño debe ser físico y apreciable en dinero (responsabilidad material), mientras que en otros es indemnizable el daño moral (responsabilidad moral).

En principio no son aplicables en materia de responsabilidad del estado los principios del derecho civil. El derecho público - en su defecto – y por iniciativa jurisprudencial, ha elaborado una serie de reglas específicas para regularla. Aún se la llama, responsabilidad civil del estado, pero es un eufemismo, porque ni se trata de la clásica responsabilidad del derecho privado, ni es tampoco civil en el sentido de regirse por las normas de dicho código. A lo sumo podría llamársela así para señalar que es un tipo de responsabilidad que se traduce en una reparación pecuniaria, esto es, en una indemnización de daños y perjuicios ocasionados por la acción estatal.
3) FUNDAMENTOS
El fundamento jurídico de la responsabilidad del estado se encuentra en la constitución nacional, toda vez que la actividad de alguno de sus órganos causa un perjuicio especial a un habitante de la nación. Esa responsabilidad existe, sea que los agentes estatales actúen con o sin culpa y aunque nazca de un acto legitimo. 

Si bien es verdad que en la constitución no hay un artículo que atribuya responsabilidad reparatoria por el daño ocasionado, hay presupuestos fundamentales que consagran la reparación de los derechos ofendidos, en los arts. 14 a 20 y 28 de la constitución nacional. 
4) CLASES
La responsabilidad del estado puede surgir previo a la celebración de un contrato (responsabilidad precontractual), en la ejecución y extinción de un contrato (responsabilidad contractual), o sin que medie vínculo contractual (Responsabilidad extracontractual).

 En los dos primeros tipos de responsabilidad, se aplican los principios que rigen los contratos administrativos, y se han dejado fuera de un análisis más profundo, por no estar directamente relacionado con la finalidad de éste trabajo.
4.A) Responsabilidad extracontractual
Surge de una conducta de los órganos del Estado. Puede originarse en un acto o hecho de órgano legislativo, judicial o administrativo. No cualquier acto o hecho del órgano judicial o legislativo comporta responsabilidad judicial o administrativa, así en el congreso cualquier daño ocasionado por él o sus órganos debido a conductas que no comporten específicamente una ley en sentido formal, encuadran en la responsabilidad administrativa y no en la legislativa. En igual sentido, la responsabilidad judicial sólo opera por actos judiciales concretos.

4.A.1) Responsabilidad Extracontractual por acto judicial
La solución clásica ha sido la irresponsabilidad estatal, basada en que el acto jurisdiccional se caracteriza por su fuerza de verdad legal (cosa juzgada). Si se considera que la sentencia declara el derecho, no puede surgir responsabilidad de ella, pues el acto es conforme a derecho.

Pero este principio cesa cuando, por un acto jurisdiccional posterior (revisión), se reconoce que hubo error judicial en la sentencia impugnada.

La responsabilidad del estado por actos judiciales se da, por ejemplo, en el derecho comparado cuando una persona es condenada en primera instancia y absuelta en ultima instancia, o procesada y detenida, siendo después sobreseída definitivamente. El daño y la responsabilidad consecuente pueden emerger de conductas judiciales ilegítimas o,  como en la generalidad de los casos, legítimas, razón por la cual alguna doctrina clásica se resiste ha aceptar la responsabilidad estatal.

Las víctimas del error judicial, tienen derecho indemnizatorio,  si  no fuese así, dicha persona quedaría en inferioridad de condiciones en cuanto al principio de igualdad de cargas públicas y también se habría violado el derecho de propiedad, entendido en el sentido amplio.

Los daños no sólo son provocados por sentencias erróneas, sino también por actos procesales que no son sentencias, o por la irregularidad o deficiencia con que se ejecutan dichos actos (decretos de embargo o el levantamiento de medidas precautorias, secuestros, extracciones de fondos depositados judicialmente, etc.).

Se sostiene la irresponsabilidad del estado-juez, en primer lugar, basándose en el principio de la autoridad de cosa juzgada y, en segundo lugar, porque la actividad jurisdiccional, generalmente y pese a la existencia de un daño y de una víctima, es legitima y no culpable. No obstante, el estado debe garantizar la integridad y plenitud de la justicia, por ello se propugna la sanción de leyes que expresamente establezcan la obligación de indemnizar a las víctimas en caso de error judicial.

Los requisitos exigidos por los códigos procesales penales de las provincias son:              

1- supuesto de revisión judicial, es decir segunda sentencia de la que resulte la inocencia de un condenado; 

2- procede la indemnización sólo a petición de partes, no de oficio; 

3- la condena debe ser privativa de la libertad y por más de 3 meses es decir, no procede cuando la condena es de multa, inhabilitación o privación de la libertad por menos de 3 meses; 

4- la víctima no debe haber contribuido al error judicial con su dolo o con su culpa.

Cuando no se den los supuestos establecidos por las normas procesales procederá a la acción civil o criminal contra el juez y, en principio, su responsabilidad se regirá por el artículo 1112 del Código Civil, pero no sería responsable el estado – juez.
4.A.2) Responsabilidad Extracontractual por Acto Legislativo
4.A.2.a) Principio
Si el acto legislativo se ajusta a la Constitución, aunque su aplicación ocasione daños a los particulares, no implica responsabilidad para el estado.

La jurisprudencia al respecto ha fijado tres pautas:

 1- partiendo en principio de que el estado no debe indemnización alguna por la privación de propiedad que realiza a través del cobro de impuestos, siempre que estos sean válidos, ha dicho que: “ el ejercicio de un poder legal, como es el de crear impuestos o modificar los anteriores, puede ciertamente producir perjuicio en el patrimonio de los particulares, sin que tal circunstancia sea óbice contra su legitimidad, so pena de detener la actividad gubernativa, en consideración de una garantía, la de propiedad privada, que no puede interpretarse con semejante extensión.”;

 2- También se expresa que el ejercicio de los poderes de guerra no puede dar lugar a responsabilidad del estado, cuando se lo ejerce “con fundamento en disposiciones legales expresas.” ;

3- La misma fuente del derecho ha dicho que el estado no es responsable por las leyes que organizan o regulen un servicio público, aunque de ellas se sigan daños a terceros.

En suma, no existe en principio y en el estado actual de la jurisprudencia argentina, responsabilidad del estado por leyes legítimas, aunque ocasionen daños.

Sin  embargo se señalan las pautas interpretativas para los casos de excepción en que la viabilidad de la responsabilidad legislativa parece ser indiscutible, cuando el perjuicio sea especial, la ley inconstitucional o el estado se enriquezca sin causa.

4.A.2.b) Excepciones: La jurisprudencia ha señalado las excepciones a las reglas generales, indicándose los siguientes casos en que se acepta la responsabilidad del estado por acto legislativo.

· Perjuicio especial: la actividad estatal se desenvuelve imponiéndole limitaciones a la actividad de los administrados. A los fines de cumplir su objetivo de bien común, el estado exige aportes a los particulares a través de impuestos, tasas y contribuciones. Pero desde el momento en que esa limitación o contribución afecta a un individuo de manera desigual y desproporcionada, debe actuar la equidad y cuando el perjuicio se traduce en un daño material debe indemnizarse. La ley que perjudica excepcionalmente a unos pocos, pero beneficia a la colectividad por las ventajas generales que procura, obliga al estado a indemnizar a aquellos a fin de restablecer el equilibrio de las cargas públicas.

· Enriquecimiento sin causa: Se sostuvo que si bien la ley no generaba responsabilidad del estado por el hecho de causar un daño, existía de todos modos responsabilidad del estado si a consecuencia de ello se producía un enriquecimiento sin causa de la administración. El principio de justicia sobre el cual debe fundarse aquí el derecho a indemnizaciones es el del enriquecimiento sin causa. Dos condiciones serán exigidas para que el daño de lugar a reparación: 

             1- Será necesario que el daño sufrido por el administrado corresponda a un enriquecimiento administrativo.

 2- Será necesario que el enriquecimiento del patrimonio administrativo sea sin causa.

· Sustitución del derecho por una indemnización. La ley puede reglamentar válidamente un derecho sustituyéndolo por una indemnización, lo cual en verdad quiere decir que la lesión del derecho realizada por la ley quedará purgada, no con la declaración de la inconstitucionalidad de ella sino con la reparación pecuniaria del agravio.

· Responsabilidad por ley inconstitucional. Si se sanciona una ley inconstitucional y con ella se ocasiona un daño, no hay duda que éste constituirá  un daño jurídico necesariamente indemnizable.

En el supuesto de las leyes inconstitucionales, como causa estatal generadora de responsabilidad, solo mencionaremos que existe una distinción entre inconstitucionalidad formal  u orgánica e  inconstitucionalidad  material o sustancial.
4.A.3) Responsabilidad Extracontractual por Hechos o actos de la Administración Pública
Los casos referentes a la responsabilidad por acto o hechos emanados de la administración pública constituyen los más frecuentes y los más importantes en esta materia.

Las características propias de la actividad administrativa, el contacto frecuente y directo que la administración mantiene con los administrados, y la amplia gama de esas actividades, son las que inducen ese resultado, pues de tales relaciones se producen frecuentes roces, choques y, como consecuencia, perjuicios en detrimento de los derechos e intereses de los administrados.

Conviene aclarar que al hablar de administración pública se entiende hacer referencia a la actividad administrativa de Estado, con independencia de si esa actividad es cumplida por el Poder Ejecutivo, que es lo mas frecuente o por los poderes Legislativo o Judicial, por lo que no habrá de hacerse ningún distingo en este aspecto.
En el ejercicio de la función administrativa es cuando los órganos públicos entran mas fácilmente  en conflicto con los intereses particulares, originando perjuicios que motivan reclamaciones de las partes afectadas. Es necesario, pues, determinar cuando surge responsabilidad de la administración y en qué medida. 
Entonces

“La responsabilidad extracontractual por actos o hechos administrativos es, desde el punto de vista práctico, cuantitativamente la causa más frecuente de daños, dado el carácter inmediato, permanente y continuo de la actividad administrativa exteriorizada a través de los tres órganos del poder”.

Dicho estudio debe abarcar todos los eventos dañosos derivados de la ejecución de la actividad administrativa. Es responsabilidad por actos jurídicos y por hechos. Esto es lógico, porque ese es el contenido de la función administrativa. 

Se excluye la responsabilidad de origen convencional, es decir, la que deriva del incumplimiento de vínculos jurídicos convencionales. Esa responsabilidad se rige por otros principios y de ahí que se estudie separadamente. 

En cambio, se estudia conjuntamente la responsabilidad personal de los funcionarios públicos. La estrecha vinculación entre ambas responsabilidades hace indispensable la adopción de ese criterio.  

La responsabilidad por acto o hecho administrativo es la que primero aparece en derecho público con caracteres propios y definidos. Pero a ese resultado se llega sólo después de una larga y lenta evolución, todavía en proceso en muchos países. 

El sentido general de esa transformación en el derecho moderno es siempre más o menos el mismo; el viejo dogma de la irresponsabilidad estatal, predominante hace siglo y medio, fue cediendo paulatinamente para dar paso a los principios de la responsabilidad civil aplicados a la actividad administrativa; luego, a su vez, éstos fueron desplazados por conceptos más perfeccionados, propios del derecho público. 

Finalmente, corresponde destacar que la doctrina de la responsabilidad por acto o hecho administrativo, si bien guarda cierto paralelismo con la teoría de las irregularidades de los actos administrativos, no mantiene una coincidencia total. En efecto, no siempre que media ilegalidad surge obligación de reparar y a veces existe obligación de indemnizar sin que pueda reputarse a la administración ilegalidad alguna. 

Derivados en su mayor parte de la aplicación de las normas del código civil en materia de responsabilidad extracontractual, en este tipo de responsabilidad se han planteado varios problemas interpretativos:
·  Distinción entre “responsabilidad directa y responsabilidad indirecta”
 Responsabilidad directa es la que corresponde a una persona por hecho propio, (art. 1109 del Cód. Civil).

Responsabilidad indirecta es la corresponde a un patrón o superior por el hecho de un empleado o dependiente suyo (art. 1113  Cód. Civil). 

En el derecho público, y dado el criterio del órgano, se aplica responsabilidad directa del Estado por el hecho de sus agentes, e indirecta por el hecho de sus entes. 

·   La distinción entre responsabilidad subjetiva y responsabilidad objetiva.
En el Código Civil se exige, en principio, que el daño sea producido por una conducta negligente o culposa para que pueda dar lugar a responsabilidad. Algunos autores y fallos han pensado en ocasiones que el Estado como persona jurídica que es, no actúa con culpa por ser ésta una característica exclusivamente reservada a las personas físicas. Sin embargo, para el derecho público el Estado actúa a través de órganos que son desempeñados por personas físicas cuya voluntad, manifestada dentro del ámbito de sus funciones, se imputa al Estado considerándose como suya propia; o sea que el Estado puede perfectamente actuar culposamente a través de la conducta de sus órganos.
4.A.3.a) Responsabilidad Directa y Responsabilidad indirecta
Distintos criterios de diferenciación:

4.A.3.a.a) Actuación por funcionarios y empleados 

Se dice que los funcionarios, por representar la voluntad del Estado, son órganos suyos, y los empleados, por no realizar sino actividades materiales de ejecución, son sus dependientes.

En efecto, habrá responsabilidad directa del estado cuando actúe un funcionario, o sea un órgano suyo y habrá responsabilidad indirecta cuando actúe un dependiente suyo.

Pero en la legislación argentina no existe distinción entre funcionario y empleado, esto es entre personas que decidan en representación de la voluntad estatal y personas que ejecuten esas decisiones en relación de dependencia. Todos los agentes del Estado, cualquiera fuere su naturaleza, jerarquía o función asumen el carácter de órganos del Estado, de lo que resulta que si todos los agentes del Estado son órganos suyos como ocurre en el derecho argentino, entonces la responsabilidad de aquél por los hechos y actos de sus agentes será siempre directa no pudiéndose dar nunca la hipótesis de que por los hechos de tales personas pueda el Estado tener responsabilidad indirecta.
4.A.3.a.b) Actuación por actos y por Hechos
Se ha pretendido también encontrar la diferencia entre responsabilidad directa e indirecta del Estado según que se trate de actos o de hechos de la Administración. Los primeros configurarían la hipótesis de responsabilidad directa, los segundos los de la indirecta.

Esta distinción carece de fundamento lógico y jurídico, por cuanto está claramente demostrado que ciertos hechos pueden ser directamente imputables a la Administración, comprometiendo precisamente esa clase de responsabilidad.

Ello ocurre en materia de: 

· afectación y desafectación de bienes de dominio público que puede producirse por hechos administrativos.

· daños causados por trabajos públicos, respecto de los cuales la Corte Suprema ha dicho “cuando la obra pública desmejora o desvaloriza en cualquier sentido o en cualquier medida los inmuebles linderos, puede decirse que hay por parte de la autoridad una injerencia, y hasta cierto modo, una ocupación de esos inmuebles” es decir se admite que es un hecho de la autoridad, un hecho de la propia administración.

· restricciones administrativas a la propiedad privada, en las que se reconoce que pueden constituirse a través de hechos administrativos, es decir actuaciones materiales directamente imputables a la Administración como propias de ella. 

· El empleo de la fuerza pública o sea, de la coerción directa e inmediata a cargo de los órganos policiales administrativos, configura también hechos administrativos, etc.

En definitiva, el hecho administrativo procede directa y naturalmente de los órganos de la Administración y se caracteriza por ser un comportamiento material que representa actividades u operaciones físicas de estos órganos, por medio de los cuales el Estado realiza una actividad administrativa que le es atribuible directamente.

En la práctica administrativa un hecho administrativo puede ser seguido de un acto administrativo que lo ratifica, o viceversa.

El hecho ejecuta operacionalmente al acto; por ello la distinción entre acto y hecho administrativo depende únicamente de la forma en que la voluntad administrativa se exteriorice (intelectualmente o materialmente).

Debe concluirse que tanto los actos como los hechos son directamente imputables al Estado y ambos generan su responsabilidad directa.
4.A.3.a.c) Actuación legítima y actuación ilegitima 

De acuerdo al art. 36 del C. Civil se reputan actos de las personas jurídicas los de sus representantes legales, siempre que no excedan los limites de su ministerio. En lo que excedieren, solo producirán efectos respectos de sus mandatarios. En consecuencia, serán actos y hechos propios del Estado los que realicen sus agentes dentro de sus atribuciones (la actuación legítima genera responsabilidad directa), en lo que excedan de ellas, sus actos o hechos no son imputables directamente al Estado. Darán lugar a la aplicación de la responsabilidad indirecta si se dan las condiciones pertinentes: relación de dependencia, culpa, etc. (la actuación ilegitima genera responsabilidad indirecta).

Tanto la jurisprudencia como la doctrina han desestimado este criterio. La jurisprudencia sostiene con acierto que “ la irresponsabilidad de la provincia por actos realizados por sus representantes legales, más allá de sus atribuciones, no puede aceptarse en el caso de autos, por cuanto estos representantes han obrado dentro de sus propias funciones”, sentado así el principio de que un acto es imputable directamente al Estado y lo hace responsable, en su caso, cuando es ejecutado por el órgano dentro de sus funciones, sin importar que haya sido hecho o no dentro de sus atribuciones o limites legales.

La doctrina administrativa por su parte niega la aplicabilidad en el campo del derecho público al  art. 36 aumentando en esta forma. 

· Si por principio un acto administrativo, incluso viciado, tiene presunción de legitimidad y debe cumplirse mientras su vicio no sea declarado por autoridad competente, obviamente afirmar que el acto ilegitimo, dispuesto en extralimitación de las atribuciones del órgano que lo produjo, mantiene su condición de acto administrativo y no se transforma en acto personal del agente que lo ordena, es repudiar lisa y llanamente aquella norma del Código Civil.

· Si los actos viciados deben impugnarse ante los tribunales llamados “de lo contencioso administrativo” en un juicio contra el estado, se admite con ello que el acto viciado es o puede ser del Estado, propio de él, y no un acto personal del funcionario.

· En materia de funcionarios de hecho (aquellos que tienen un nombramiento irregular), se admite también que sus actos son administrativos, válido o anulables según los casos, pero administrativos al fin.

En el derecho público es un error pensar que sólo los actos legítimos son propios del Estado y comprometen por tanto su responsabilidad directa, en criterio similar al art. 36 del C. Civil,  por el contrario también los actos ilegítimos pueden ser propios del Estado y comprometer su responsabilidad directa cuando han sido realizados dentro del ejercicio aparente de la función encomendada al agente del Estado, sea función regular o irregularmente ejercida, legítima o ilegítimamente manifestada. Mas aún, nunca podría hablarse de nulidad de un acto administrativo si se aplicara el art. 36 del C. Civil, porque todo vicio determinante de nulidad implicaría una extralimitación legal y por lo tanto vendría a ser acto personal del funcionario, no un acto del Estado. En tal criterio, solo serian actos administrativos los actos válidos emanados de una autoridad pública lo cual es un absurdo en derecho público.
4.A.3.a.d) Actuación de órganos y entes estatales
Las personas que el Estado designa para que se desempeñen en funciones por él encomendadas son agentes suyos y por lo tanto órganos de él. Por ello, no son dependientes en el sentido del art. 1113 del C. Civil. Cuando actúan en el ejercicio aparente de las funciones que les han sido encomendadas, actúan como órganos del Estado, o sea, el Estado actúa directamente a través de ellos.

La responsabilidad del Estado es en consecuencia siempre directa pues no tiene el Estado agentes, esto es personas humanas que no sean órganos suyos.

De ello se infiere que la tesis sostenida por alguna jurisprudencia y alguna doctrina, de acuerdo con la cual el Estado puede ser responsable indirectamente (o sea como empleador por el hecho de sus dependientes) por los actos o hechos de sus agentes es insostenibles desde el punto de vista conceptual: la responsabilidad existe pero no es indirecta sino directa.

Tampoco puede afirmarse que cuando el agente actúa dentro de sus funciones es órgano y origina responsabilidad directa, pero que cuando se excede de ellas es dependiente y origina responsabilidad indirecta, puesto que uno de los requisitos fundamentales para que sea procedente la responsabilidad indirecta es que el dependiente haya actuado en el ejercicio de  las tareas a él encomendadas por el superior. Luego si el agente actúa en ejercicio de las tareas a él encomendadas actúa como órgano; cuando se excede de ese ejercicio no actúa ni como órgano ni como dependiente, en el sentido de la responsabilidad indirecta. 

La responsabilidad directa es la que corresponde al Estado por la actuación de sus órganos. Por otra parte los entes descentralizados del Estado, como dependientes que son del Estado central, comprometen su responsabilidad indirecta. La actividad de los órganos se imputa directamente al Estado, al paso que la actividad de los entes con personalidad jurídica propia se imputa al ente y luego al Estado Central.
 5) EVOLUCIÓN JURISPRUDENCIAL
En esta esfera de las relaciones administrativas la doctrina se polarizo en dos sistemas contrapuestos: uno según el cual si bien se aceptaba la existencia de responsabilidad extracontractual del Estado en la órbita del derecho público, se la limitaba en el sentido de que sólo era procedente en aquellos supuestos en que la existencia de una ley formal la autorizaba; otro que entendía que el Estado debía ser responsabilizado extracontractualmente en el campo del derecho público, aún en ausencia de una ley formal de esa clase, por aplicación de los principios que son propios del Estado de derecho, que se trasuntan en nuestra Constitución Nacional y por medio de ella en las constituciones provinciales.

Esta segunda posición doctrinal es la que ha prevalecido, como ya hemos visto, ampliándose por aplicación de los criterios de la responsabilidad objetiva y directa del Estado.

En la Jurisprudencia de nuestra Corte Suprema de Justicia de la Nación es posible advertir una evolución que se inicia con los pronunciamientos en los cuales se sienta la irresponsabilidad extracontractual del Estado, fundándose principalmente en que por aplicación de la doctrina de su doble personalidad, cuando este obra como persona de Derecho publico, no esta sujeto a ningún tipo de responsabilidad respecto de los administrados, pues actúa en virtud de su soberanía. Aplicando la primera doctrina esa responsabilidad aparecía solo cuando una ley formal expresa lo imponía.

A partir de la sentencia dictada por ese alto tribunal en la causa “Tomas Devoto y CIA S.A.  c/Gobierno Nacional, por daños y perjuicios” con fecha 22 de septiembre de 1933, la corte cambia de criterio, aceptando la responsabilidad extracontractual del Estado, cuando actúa como persona de Derecho público, solo en los supuestos en que tales perjuicios resulten de la irregular actividad estatal.

El criterio jurisprudencial fue evolucionando, como se puede ver en el caso  “Zavaleta de Labrué c/Gobierno de la Nación y otros, para llegar por último a una tercera interpretación, que ha seguido vigente, en la que se acepta la responsabilidad extracontractual del Estado actuando como persona de Derecho Público con prescindencia de si los perjuicios ocasionados a los administrados resultan o no de un obrar ilícito o irregular, admitiéndola incluso cuando el Estado ha actuado en el ejercicio legal de sus poderes y facultades llegándose así a una responsabilidad amplia, por los hechos y actos lícitos o ilícitos cumplidos por la administración pública y por los hechos ilícitos de sus agentes.
6) SUJETOS RESPONSABLES
El primer gran interrogante consiste en determinar sobre quien recaerá la responsabilidad derivada de la acción administrativa: si debe responder el funcionario con su patrimonio propio, la administración directamente o coexistir ambas responsabilidades. 

No hay uniformidad a ese respecto en el derecho moderno, pues persiste una gran variedad de sistemas, no siendo previsible, por el momento, la adopción de soluciones uniformes. 

Dentro de esa variedad de sistemas pueden señalarse las principales orientaciones: 

· En algunos países predomina la responsabilidad proyectada directamente sobre el funcionario, el cual responde con sus bienes propios frente al particular lesionado. Es la solución que prevalece en España, Perú, etc. Era también, hasta hace pocos años, la que predominaba en Estados Unidos e Inglaterra. Determinadas legislaciones mantienen esa solución, pero extendiendo subsidiariamente a la administración la obligación de reparar. Así ocurre en México. 

· Otros regímenes consagran en primer plano la responsabilidad directa de la administración. En la generalidad de los casos, la reparación de los perjuicios ocasionados por la actividad administrativa debe reclamarse a la administración, no a sus funcionarios. Es el sistema que predomina en Alemania e Italia, y actualmente rige en Brasil. 

El Alemania la constitución en su art. 131 dice lo siguiente:

Art. 131 de la Constitución de 1919: "Si un empleado, en ejercicio del poder público que se le haya conferido, falta a los deberes que con respecto a un tercero ha debido observar en su cargo, la responsabilidad por el hecho corresponde por principio a la corporación a cuyo servicio estaba el empleado. Esto no excluye una acción posterior contra él. La vía judicial ordinaria no quedará excluida en este caso. Lo demás respecto de este punto corresponde a la legislación".

En Argentina: 

Los agentes estatales son también responsables civilmente por los daños inferidos en el ejercicio de la función; pero en la practica su responsabilidad no se hace efectiva: 

· por cuanto los interesados demandan directamente al Estado, obteniendo de tal modo el resarcimiento de sus daños 

· porque el Estado no siempre reclama de sus agentes por los daños cometidos por ellos respecto de terceros y que eventualmente lo obligan a indemnizar.

Entonces no se puede por un lado proponer la responsabilidad absoluta del funcionario, porque este será por lo común insolvente, ni a la inversa, proponer la supresión de la responsabilidad del funcionario. La responsabilidad del funcionario y del Estado es conjunta, correspondiendo en consecuencia demandar a ambos en forma mancomunada; si, pronunciada la sentencia que condena al funcionario y al Estado, no se la puede satisfacer por los bienes del primero por ser ellos insuficientes, entonces corresponderá que el Estado en forma subsidiaria, responda por la totalidad.
CAPITULO IV

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA
  1) RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA
El  agente público  es la unidad dinámica que le da vida a la organización.

Es por eso que se ha estudiado en todos sus aspectos: integrando grupos, aisladamente  considerado, desde su ingreso hasta su baja y no solo en su calidad de subalterno sino también en la de conductor  y supervisor.

“El trabajo en grupo no es una creación social artificial sino una necesidad funcional y aceptable para la mayoría de las personas.” 

Cada grupo reconoce en alguien la calidad de conductor. Este no es necesariamente el investido con la autoridad de tal, si no reúne las condiciones y el prestigio que legitime su aceptación como tal. Cuando esta unidad llamada agente público traspone la actividad administrativa, aparece lo que llamamos sanción administrativa, también llamada pena administrativa, la cual no puede identificarse  con el acto estatal denominado sentencia, ya que éste es el resultado de un proceso judicial y de la consecuente  función judicial. 

Entonces:

el estudio del régimen disciplinario de los agentes públicos comprende:

- Las faltas disciplinarias.

- Las sanciones.

- El procedimiento para aplicar tales sanciones.

Estos tres grandes temas importan al estudio de la responsabili​dad administrativa, ligada directamente al ejercicio de la función pública.

El funcionario tiene que cumplir los deberes impuestos, su infracción trae aparejada responsabilidad: cuando la violación del deber del funcionario público solamente alcanza al aparato administrativo, al orden, a la disciplina, a la competencia, se dice que el funcionario ha incurrido en responsabilidad disciplinaria.
1.A) Potestad administrativa disciplinaria
Potestades administrativas: Son los atributos de los entes u órganos que ejercen funciones administrativas, necesarias para desarrollar tales actividades y lograr los fines de interés público. Las potestades administrativas integran el concepto de la competencia. Dentro de las Potestades administrativas, encontramos: 

Potestad sancionadora: que consiste en la atribución de imponer sanciones a las acciones u omisiones antijurídicas. Doctrinariamente, se subdividen en potestad sancionadora correctiva, que tiene por objeto sancionar las infracciones a las normas administrativas y comprende a todos los individuos, sean o no agentes estatales, (ejemplo: Infraccio​nes de tránsito - Multa); potestad administrativa disciplinaria que se traduce en sanciones a los agentes públicos por acciones u omisiones en el ejercicio de sus deberes funcionales. Por ejemplo, cuando el Gobernador de la Provincia sanciona con la cesantía a un agente esta​tal, está ejerciendo potestad administrativa.

Este derecho disciplinario es autónomo con relación al derecho penal, y le separan profundas diferencias, especialmente, la finalidad, ya que uno aspira a la conservación del orden jurídico y a su resta​blecimiento cuando ha sido violado por el delito mediante la conmina​ción, imposición y ejecución de la pena, en tanto el derecho disciplinario, tiende a mantener al agente en la observancia de sus deberes y a sancionar su infracción por medio de la imposición de medidas correctivas o disciplinarias.

1.B) Justificación del Derecho Disciplinario
La autoridad es inherente a la disciplina. El principio de derecho natural nos dice que no hay disciplina sin autoridad.

La divergencia más importante entre ambos derechos, el penal y el disciplinario, aparecería en lo concerniente a la regla de la legalidad de las incriminaciones y de las penas.

‘NULLUN Crimen, NULLUN pena sine lege’, este principio, considerado como una de las bases esenciales del derecho penal moderno, no regía en materia disciplinaria, prevaleciendo en cambio, el principio de la discrecionalidad, cuando no el de la arbitrariedad de la determinación de los hechos susceptibles de entrañar una sanción disciplinaria. Se dejaba a la autoridad a la libre apreciación, que se hacia extensivo a la elección de la penalidad a apli​car, gozando el juzgador, en general, de una gran amplitud para aplicar aquella de las penalidades que le parecía más oportuna, y hasta se autorizaba en derecho disciplinario la aplicación de sanciones en ausencia de toda previsión reglamentaria.

Hoy se trata de someter el derecho disciplinario a la ley, al igual que el derecho penal, dejando un escaso margen a la discrecionalidad. Se tiende a que el procedimiento y la sanción, se ejecute por un ente con atribuciones jurisdiccionales, para concretar el ideal del estado de derecho, que implica que todas manifestaciones de la vida de relación estén sometidas a una norma jurídica, como garantía cierta.
1.C) Jurisdiccionalización del Derecho Disciplinario
La evolución del derecho disciplinario, en el sentido de aproxi​marse cada vez más al Derecho Penal, se manifiesta especialmente en el terreno procesal, sobre todo en lo que se refiere al poder disciplinario sobre los agentes del Estado, tendiendo cada vez más a perder su carácter jerárquico y a jurisdiccionalizarse. Es decir, no ser ejercido exclusivamente por el jefe, sino por jurisdicciones apropiadas para dictar una decisión. Observando ciertas formas: notificación previa, introduciendo el elemento contradictorio o contienda y procedimiento adecuado a las garantías de defensa.

Se recurre a reglas de procedimiento pena! como el principio de la irretroactividad de las leyes; medio de prueba, control, decisión.

El objeto del derecho disciplinario es el mantenimiento del orden jurídico, sin el cual no puede haber tranquilidad social, por que no se persigue una reparación patrimonial y su fin se cumple mediante penas correctivas o depurativas desde la observación, la advertencia, apercibimiento, cesantía o exoneración.

De conformidad con el articulo 121 de la Constitución Nacional, las provincias reservan su poder en materia de derecho público interno. De acuerdo con la naturaleza local del derecho administrativo, las provincias dictan sus normas respectivas y pueden tener un procedimiento disciplinario propio y distinto al de la Nación. De ahí que el procedimiento disciplinari​o es distinto en la Nación y en las provincias.

Así, en la provincia de Mendoza, el régimen disciplinario está contenido en el Estatuto para el Empleado Público, Decreto Ley 560/73. Cap. V, el que se descompone en dos partes; un conjunto de normas referidas al sumario y otro a la Junta de disciplina y Reclamos.

Dicho estatuto no se aplica a agentes estatales comprendidos en estatutos especiales, v.g. docente, bancario, convenio colectivo de trabajo, carrera médico hospitalaria, personal de policía.

Estos estatutos prevén en sus normas un procedimiento disciplina​rio similar.
1.D) Las faltas y las sanciones
La sanción administrativa es la manifestación de las funciones que le corresponden a la función administrativa y por lo tanto es un acto administrativo.

Hay que hacer la distinción entre la ejecución directa del acto (que es siempre ejecución de la administración) con el acto sancionatorio que es creación de un nuevo acto consecuente de la infracción a una norma general

“La sanción administrativa es consecuencia de la potestad represiva que tiene todo Estado.” 

La promulgación de una norma, cualquiera que ésta fuera: ley, reglamento, acto, sentencia, etc., tiene vocación  para su ejecución. No podemos considerar la creación de las normas para no cumplirlas, he aquí la diferencia entre las normas privadas y las estatales, éstas últimas llevan implícitas la ejecución y la realización y así también la sustancia ejecutoria ante el incumplimiento o  su infracción. Esto forma parte de la antijuridicidad  que provoca y causa la represión.

La antijuridicidad comprende la ilicitud. Esta enmarca un hecho, con intención  o sin  intención, pero con título suficiente  como para crear la sanción como forma de manifestación. 

 Entonces así como lo hemos expuesto la sanción es un proceso independiente.                                                                                                                                                                                                                    La facultad sancionatoria  es una manifestación  derivada de la potestad jurídica  para mantener los valores, la seguridad y la paz. “La seguridad de toda norma se encuentra en el cumplimiento, el orden que esta asegura se encuentra en la sanción que impone, ante su infracción; la paz es la exclusión  de la perturbación.”9
Todas las ciencias del derecho tienden a establecer reglas sobre las consecuencias que produce la antijuridicidad. En cuanto a la administración, el derecho  establece, como consecuencia de esta facultad,  la sanción que es consustancial con el ejercicio jurídico de la actividad administrativa. Así cuando la administración  en forma oficiosa anula un acto por su manifiesta antijuridicidad, existe una sanción implícitamente (por ejemplo por la caducidad de una concesión o autorización).

En la administración la actividad sancionadora es consecuencia de la potestad jurídica y en especial de su carácter específico, pues quien tiene poder para reglar la conducta de terceros o de sus agentes, debe tener lógicamente poder para castigar las infracciones.
1.E) Las sanciones policiales, administrativas tributarias y disciplinarias

1.E.1) Sanciones policiales
Cuando  hay un ilícito perpetrado por un individuo, infringiendo los bienes de orden público, aparece lo que antiguamente se denominaba la pena policial, ésta sanciona la antijuridicidad que provoca el ejercicio  de los derechos individuales y los bienes comunes. Cuando el individuo infringe las normas,  aparecen las sanciones  específicas, a saber:  las multas, los arrestos,  que son manifestaciones policiales cuya aplicación es inmediata o suspendible.  He aquí la causa por la cual impone la creación de tribunales de faltas que actúan  directamente y resuelven en forma inmediata, con un procedimiento distinto al que rige en la jurisdicción de los tribunales ordinarios.

1.E.2) Sanciones administrativas
Las sanciones administrativas, como el sujeto se encuentra vinculado con anterioridad  con la administración, es pues administrado, su situación  jurídica  proviene de normas administrativas y es también titular de derechos  creados por la misma administración. Existe una situación de equivalencia en las prestaciones  de las partes intervinientes, por lo tanto existe una relación  condicionada porque ante un proceder antijurídico produce la inmediata sanción.

A diferencia de las policiales pueden ser suspendidas  como también motivar recursos  administrativos.

En este ámbito las sanciones son: la caducidad, la clausura, la suspensión, el retiro de una habilitación y, en algunos casos, el decomiso.

1.E.3) Sanciones tributarias
En el derecho tributario ha adquirido importancia últimamente las denominadas infracciones tributarias.

No se trata en este caso del derecho de  la libertad individual como acontece  con la pena administrativa, sino de cumplimiento por parte del contribuyente de las prestaciones tributarias como también de las formalidades que hacen  al procedimiento de recaudación, no se trata  de limitaciones a la libertad  sino al pago de contribuciones  económicas,  y su infracción  provoca perjuicios económicos.

Las infracciones  pueden presentarse por conducta de omisión  y por demora.  La enunciación las distintas situaciones que presenta el ilícito  tributario informa sobre  distintos bienes jurídicos que pueden encontrarse afectados por conductas sancionables desde el orden procesal  hasta el delito  de estafa tributaria, por eso es necesario esclarecer las causas provenientes de la antijuridicidad  para sistematizar las sanciones y especificar  su régimen especial.

Estas sanciones no las podemos encuadrar  en las penas policiales menos en las simplemente administrativas.

1.E.4) Sanciones disciplinarias
1.E.4.a) Sanciones para los agentes 

Las sanciones disciplinarias  son las que se causan en la existencia de un contrato público de empleo, sea convenio colectivo o estatuto y rige las relaciones especiales de la administración pública  con sus agentes. Aquí el sancionado forma parte del plantel personal de la administración, no es un administrado fuera de la administración interna y menos un sujeto particular sin ninguna clase de vinculación. Las sanciones disciplinarias por su especificidad son materia  que corresponde al empleo público, empero no deja de ser parte de la potestad sancionadora de la Administración.

1.E.4.b.a)En el ámbito provincial
Las sanciones disciplinarias, según el estatuto del empleado público de la provincia  se que se pueden mencionar:

· Apercibimiento

· Suspensión

· Cesantía 

· Exoneración

Según el estatuto provincial en su art. 64, estas son las sanciones, no obstante las responsabilidades civiles y penales fijadas por las leyes respectivas.

· Las características del apercibimiento son:  

· Incumplimiento  reiterado del horario de trabajo fijado por las leyes y reglamentaciones.

· Cuando el agente o funcionario tiene dos inasistencias  injustificadas en el transcurso de un mes.

· Cuando incumple con sus deberes y obligaciones  graduado conforme a la naturaleza y gravedad de la falta. 

· Cuando existiese  negligencia leve.

· El apercibimiento es aplicado por  los jefes inmediatos superiores.

· En caso de suspensión por treinta días corridos, la falta ha de haber sido más grave, a saber:  

· Inasistencias injustificadas mayores a dos días corridos sean o no continuadas  por plazo de 6 meses.

· Aparece la negligencia y culpa grave en el cumplimiento de sus funciones, como así también el quebrantamiento de las prohibiciones  que posee el empleado público, graduado conforme a la naturaleza y gravedad de la falta.

· La reiteración de las faltas que hayan dado lugar a la aplicación de apercibimiento.

· Delito doloso.

· Las causas de cesantía  son:

· Inasistencias mayores  a seis días continuas o discontinuas tomadas en seis meses anteriores. 

· Quebrantamiento  de las prohibiciones  con un grado elevado de negligencia.

· Abandono  voluntario y malicioso del servicio, sin causa injustificada.

· Falta grave  respecto al superior  en las oficinas o actos  de servicio.

· Incurrir en nuevas faltas  que dieron lugar a suspensión.

· Delito doloso que afecte al decoro  de la función o al prestigio.

· Ser declarado en quiebra o concurso civil fraudulentos.

· Son causas de exoneración: 

· Delito  contra la administración.

· Incumplimiento intencional de órdenes legales.

· Condena judicial por delito previsto en el código penal  o por tráfico de alcaloides.

· Condena judicial  del los art. 125 a 129 del código penal.

· Condena judicial por  el delito previsto en la ley 12.331.

Según el articulo 69 el apercibimiento puede ser aplicado por el jefe inmediato superior, la suspensión por el jefe de la repartición y la cesantía y la exoneración  son aplicadas por el poder ejecutivo.

Las honorables cámaras legislativas, el poder judicial, las municipalidades determinan quienes son los funcionarios que aplicarán las sanciones.

Cuando las sanciones son mayores a 15 días, la exoneración y la cesantía  requieren siempre la instrucción de un Sumario.

1.E.4.a.b)En el ámbito Nacional

Según la ley nacional Nº 25.164  art. 30 en adelante  las medidas disciplinarias son las mismas pero no las causales de cada una de ellas.

En el apercibimiento  y la suspensión hasta 30 días en el año contado a partir de la primera suspensión.

Causales:

· Incumplimiento reiterado en el horario establecido.

· Inasistencias injustificadas  que no excedan los 10 días ( según la provincia de Mza. es hasta los seis días).

· Incumplimiento de los deberes  que deben cumplir cualquier empleado público cuando fue contratado como tal,  salvo que la causal sea tan grave que se aplique la cesantía.

Las causales de cesantía son:

· Las inasistencias excedan los 10 días  discontinuos en los 12 meses inmediatos anteriores  ( según nuestra provincia es hasta 6 días y dentro de los 6 meses).

· Abandono de servicio si media inasistencia continua de 5 días sin causa  que lo justifique.

· Infracciones reiteradas en el cumplimiento de las tareas  siempre que hayan dado lugar a la suspensión.

·  Al igual que la provincia, concurso civil o quiebra no causal ( otra diferencia con la provincia que especifica “fraudulenta”).

·  Delito doloso no referido a la Administración, cuando afecte el prestigio de la función publica o del agente.

· Calificaciones deficientes como resultado de evaluaciones que impliquen ineficaz desempeño durante  tres años consecutivos o cuatro alternados en los últimos diez años de servicio y haya contado con oportunidades de capacitación adecuada para el desempeño de las tareas ( otra gran diferencia con la provincia).

Las causales de exoneración:

· Sentencia condenatoria firme por delito contra la Administración  pública Nacional, Provincial, Municipal. (diferencia con la provincia)

· Perdida de la ciudadanía( otra diferencia con la provincia).

· Violación de las prohibiciones previstas

· Imposición como pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial para la función pública.

En todos los casos se puede considerar la rehabilitación a partir de los cuatro años de consentido el acto  por el que se dispone la exoneración.

La exoneración conlleva necesariamente la baja de todos los cargos que ejerciera el agente sancionado.

La aplicación en la Nación del apercibimiento y de la suspensión cuando ésta fuese de 5 días, no requiere sumario.

Por vía reglamentaria se determinará las autoridades con atribuciones para aplicar las sanciones, como así también el procedimiento  de investigación aplicable, siempre garantizando el derecho de defensa  en juicio y establecerá los plazos  perentorios e improrrogables  para resolver los sumarios administrativos.
1.E.4.b) Sanciones para funcionarios
Nos hemos referido a los agentes tanto en el ámbito nacional como en el provincial,  ahora pues nos referiremos a las sanciones que son aplicables a los Funcionarios  públicos.

Las sanciones son las mismas pero existen algunas causales no tipificadas para los agentes que pasamos a comentar:

Dentro de la causal de apercibimiento además de las enumeradas en la Nación, pues la tomamos de base, encontramos la falta de respeto a los superiores iguales, subordinados, o al público; como también negligencia en el cumplimiento  de sus funciones.

Analizando las diferencias con la provincia y la Nación la primera no se encuentra para el agente común, pero si la segunda.

Si vemos las causales de cesantía volveríamos a repetir lo que nos dice la ley 25.164 y si las cotejamos con la provincia reiteraríamos las diferencia enunciadas.

Al referirnos a exoneración las diferencias son aún mayores.

Entre las causas encontramos: 

· Falta grave que perjudique material o moralmente a la administración.

· Delito contra la administración.

· Incumplimiento intencional de órdenes legales.

· Indignidad moral.

· Las previstas en leyes especiales.

· Pérdida de nacionalidad.

· Que haya integrado en el país o en el extranjero, grupos o entidades que por su doctrina o acción, hagan pública exteriorización o lleven a la practica el empleo ilegal de la fuerza, negación de los principios, derechos y garantías establecidos por la C. N. y en general quien realice o haya realizado actividades de tal naturaleza en el país o en el extranjero. 

· Imposición   de  la   pena   principal  o   accesoria  de  inhabilitación  absoluta  o  especial para la función pública.

Las causales enunciadas en esto últimos ítem no excluyen otras que importen violación de los deberes del personal.

La aplicación del apercibimiento y suspensión hasta 10 días no requerirá la instrucción del sumario.
1.F) Procedimiento Administrativo Disciplinario
En la Nación el procedimiento sumarial se regirá por el decreto 1798/80.

Aquí se analizará el procedimiento contemplado en el Decreto Ley provincial 560/73.

El procedimiento administrativo disciplinario tiende a investigar acabadamente la existencia de las faltas y comprobar la relación con el incumplimiento que las pudiera haber motivado. Por ello, se ha fijado una técnica jurídica para asegurar la verificación de las pruebas y comprobar la conducta lesiva del agente: el proceso sumarial rige para aplicar las sanciones de suspensión mayores de 15 días, cesantías y exoneración.

Quedan excluidas del Procedimiento Sumarial las sanciones de apercibimiento y la suspensión hasta de 15 días, las que pueden ser aplicadas por resolución fundada del Superior jerárquico con competencia específica. El proceso sumarial se ajusta a tres principios esenciales:

1.  El derecho de defensa del agente en falta, 

2.  La idoneidad e imparcialidad del órgano instructor 

3.  Consideración expresa en la resolución definitiva del dictamen emitido por la Junta de disciplina.

Para su estudio se puede descomponer el Procedimiento disciplinario en cuatro momentos o etapas

I.  La instrucción.

II.  La notificación y defensa del imputado

III.  La apreciación de los hechos y las pruebas

IV.   La decisión.

En el sumario administrativo el hecho debe ser imputado al funcionario

Para que se configure el hecho merecedor de la sanción disciplinaria se requiere por parte de un funcionario o agente de la Administración, un incumplimiento por la inejecución de un deber o por incurrir en una prohibición en el ejercicio de la función o empleo, establecida legalmente en el artículo 13 y 14 del Estatuto, o desobediencia de las órdenes legítimas del superior dentro de los límites de su competencia.

La Administración puede iniciar sumario y las tramitaciones administrativas que en él se realicen tienen carácter instructorio. “Las tramitaciones administrativas del sumario instruido en virtud de dispo​siciones del estatuto tienen carácter instructorio y la autoridad no está obligada a recibir toda la prueba que se le ofrece, pudiendo rechazar la que considere improcedente cuando no produce indefención. . .“ 

Cuando nos referimos al carácter instructorio, debemos hacer la salvedad que en la sede penal la instrucción es un acto jurisdiccional, es la investigación preliminar que da base al juicio respectivo. En materia administrativa, el carácter instructorio significa realizar la investigación preliminar, que da base probatoria necesaria, para quien sea el encargado de aplicar la sanción. La instrucción es la encargada de reunir las pruebas que avalan la formulación de las conclusiones en el dictamen final.

La instrucción del sumario tiene por objeto: (Art. 72 del Estatuto)

· Comprobar la existencia de un hecho pasible de sanción.

· Reunir la prueba de todas las circunstancias que puedan influir en su calificación legal.

· Determinar la responsabilidad administrativa del o de los agentes intervinientes en el hecho principal o sus accesorios, incluidos el sumario.

· Dar las pautas determinantes de las responsabilidades civil y penal que pueden surgir de la investigación.
Se establece detalladamente, por medio de incisos, la finalidad de la instrucción, pero debe interpretarse en el sentido que no está impuesto un orden de prelación excluyente y exhaustivo de los mismos. Estamos en presencia de un problema de técnica legis​lativa, que bien pudo utilizar una fórmula más breve y generalizadora.

Pero claro es, que la finalidad de la instrucción no está sólo centrada en el descubrimiento de la verdad real respecto del hecho denunciado, como si se persiguiera descifrar un complejo histórico de acontecimientos. Además de la reconstrucción intelectual del hecho, hace a la finalidad de la instrucción, acercar todos los elementos de juicio que puedan resultar útiles, no sólo para el perfecto encuadramien​to o calificación legal, sino para fundar la responsabilidad civil y/o penal.

De modo que la finalidad de la instrucción consiste en reunir todos los elementos de juicio necesarios para facilitar a la autoridad administrativa con competencia, la aplicación o no de una sanción.

Durante la instrucción se practica la selección de elementos probatorios de mayor relevancia y de innegable utilidad, para facilitar la determinación de la responsabilidad administrativa del funcionario incurso en falta.

Es cumplida por escrito y con limitada intervención de la defensa, con el objeto de reunir y seleccionar las pruebas suficientes sobre el supuesto de hecho imputado. En esta etapa primera del procedimiento, el sumario es secreto en los primeros quince días durante los cuales el sumariante acumulará las pruebas de cargo. (art. 74, Estatuto del Empleado Público. Dec. Ley 560/ 73).

Si bien el ejercicio del derecho de defensa durante la instrucción se encuentra disminuido un tanto, no debe llegarse al extremo de convertir a esta etapa procesal en un tabú para las partes.

Por ello la reserva o el secreto está establecido en la ley, respecto del imputado, por un término determinado el que se puede extender, en casos excepcionales, por otro tanto (art., 74, Dec. Ley 560/73).

El secreto de la instrucción está fundado en que la publicidad de los actos de instrucción podría poner en peligro el éxito de la investigación ya que, tratándose de un período en que recién se están produ​ciendo las pruebas, terceros o interesados podrían, de algún modo, hacer desaparecer o tergiversar los elementos reunidos, porque conocen la existencia y valor de los actos practicados.

Pero el secreto se extiende hasta el momento de la indagatoria, que es cuando el instructor hace conocer al imputado en presencia de su defensor todas las pruebas de cargo en su contra, para que se defienda prestando esa declaración.

La segunda etapa del procedimiento consiste en poner en conocimiento del imputado las faltas que se le atribuyen, a efecto de que preste declaración indagatoria y que se defienda produciendo las pruebas que hagan a su derecho. En esta etapa del procedimiento debe respetarse el principio del derecho de defensa y el principio de la imparcialidad del órgano ante el cual el imputado hace su defensa.

El proceso disciplinario en esta etapa tiene carácter jurisdiccio​nal, dando conocimiento al funcionario inculpado de las faltas que motivan el sumario realizado, a los efectos de que ofrezca las pruebas y prepare su defensa; eligiendo a su defensor.

La comunicación del sumario debe ser integral. Deben hacerse conocer todas las piezas que lo integran. El interesado o su defensor pueden tomar conocimiento de todas las constancias del sumario. El sumario se pone a disposición en el lugar de la instrucción; el instructor o funcionario no puede retirarlo de la sede de la instrucción, excepto por orden judicial, (art. 78, Dec. Ley 560/73). El imputado puede sacar copias para preparar su defensa.

La notificación debe ser personal y confidencial, en esta forma se abre el debate contradictorio entre el funcionario inculpado y el órgano instructorio competente.

En el supuesto de que se haya dado debida y fehaciente oportunidad de consultar las actuaciones, y el imputado no haya ejercido ese derecho, este hecho no anula el procedimiento.

El procedimiento disciplinario en esta fase, está caracterizado por la existencia de reglas obligatorias establecidas en interés del imputado para quien constituyen verdaderas garantías.

Si bien en el Dec. Ley 560/73 (Estatuto del Empleado Público) no se regula la declaración indagatoria como medio de defensa, debe entenderse que está implícita en el cuarto párrafo del art. 74, y en el art. 80 del mencionado cuerpo legal.

Corresponde al instructor sumarial citar fehacientemente al imputado para que preste declaración indagatoria, ajustándose a las prescripciones del Código Procesal Penal.
1.F.1) Declaración Indagatoria
“El interrogatorio del imputado es el acto procesal por medio del cual el órgano instructor procede a la identificación del imputado y a hacer saber al mismo el hecho que se le atribuye”.

Desde el punto de vista del órgano jurisdiccional, la declaración indagatoria tiene por objeto asegurar la identidad del imputado y la atribución de la imputación a su respecto.

No se considera un medio de prueba, desde que la declaración indagatoria no es un acto procesal que la  ley expresamente haya dispuesto para asegurar elementos probatorios, pero puede ser considerado como una “esencial fuente de prueba, ya que no se puede inhibir al instructor que saque del interrogatorio argumentos o elemen​tos a favor o en contra del imputado”.

El interrogatorio puede ser fuente ( no medio) de prueba, por cuanto de él se puede recabar elementos idóneos para determinadas indagaciones probatorias, pero por sí mismo no puede él caracterizarse más que como medio de defensa reconocido a todo imputado, como que esencialmente sirve para hacer saber las acusaciones y recibir de él sus eventuales disculpas.

En cuanto al término en que debe recepcionarse la indagatoria, se admite que los términos legales a este respecto no deben regir rigurosamente porque, a veces, existen motivos estables que retardan el interrogatorio como, por ejemplo, cuando todavía no se han reunido los elementos de prueba necesarios como para que la declaración indagatoria no se convierta en un acto procesal puramente formal.

El interrogatorio formal del imputado, desde su punto de vista sustancial, tiene dos facetas: respecto del imputado es un medio de información y defensa, y respecto del instructor es un deber de contestación a la acusación y un medio que sin ser prueba puede sumi​nistrarle útiles elementos en la comprobación de la verdad real, cuando entra en comparación con el resto del material recogido o a recogerse.

Formalmente, se considera la declaración indagatoria prestada durante la instrucción, como un acto procesal que detenta los siguientes caracteres: formal, oral y absolutamente secreto, y cuyo contenido consiste en el examen no jurado del imputado acerca de sus datos generales y del mérito de la imputación, dirigido al objeto de establecer la identidad de la persona, hacerle conocer la imputación y los elemen​tos que la sufragan, y oír sus posibles declaraciones acerca de los hechos que se le atribuyen.

La indagatoria es un acto procesal obligatorio, faltando la cual es insanablemente nulo el procedimiento, si fuere enviado en tales condiciones a resolución de autoridad competente.

La declaración indagatoria es un acto procesal ineludible y que reviste una gran importancia durante la instrucción, ya que solamente a partir de ella pueden disponerse providencias preventivas respecto del imputado, por ejemplo, aconsejar la suspensión o el traslado preventivo (art. 71, Dec. Ley 560/73).

En síntesis, la declaración indagatoria es un medio de defensa y no de prueba, aunque puede llegar a constituir una fuente de prueba, que contribuya a la convicción del instructor. Pero de ninguna manera la declaración indagatoria tiene por finalidad conseguir la prueba de la culpabilidad del imputado.

Sustancialmente, la indagatoria constituye un acto voluntario por el que se responde a la imputación que fue formulada oportunamen​te.

Formalmente, constituye un acto procesal indispensable para que el proceso pueda proseguirse válidamente.

La declaración indagatoria tiene por finalidad permitir al imputado que ofrezca sus disculpas, explique su versión y ensaye su defensa, después que se le ha hecho conocer la imputación que se le atribuye y los cargos probatorios que la sostienen.

El imputado podrá abstenerse de declarar. En ningún caso se le requerirá juramento o promesa de decir verdad, ni se ejercerá contra él coacción o amenaza, ni medio alguno para obligarlo, inducirlo o determi​narlo a declarar contra su voluntad, ni se le harán cargos ni reconven​ciones tendientes a obtener su confesión.

La inobservancia de este precepto hará nulo el acto, sin perjuicio de la responsabilidad penal o disciplinaria que corresponda. (art. 296 C.P.P.Mza.).

 Este artículo desarrolla ampliamente el principio constitu​cional de que nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo, y la enunciación de las previsiones que para el cumplimiento de estas normas debe tener el instructor como director del proceso, debe ser considerada como de carácter enunciativo, ya que lo que la ley pretende es desterrar todo tipo de coacción o inquisición que pueda llevarse a cabo en contra del imputado con el objeto de obtener su confesión de culpabilidad.

Se establecen tres tipos de sanciones ante el incumplimiento: por una parte la sanción procesal de nulidad del acto; por otra, la sanción disciplinaria que pudiere corresponder al instructor interviniente en el acto y que, excediéndose en sus facultades actúa de tal modo que por la ley se encuentra prohibido y finalmente, una sanción penal en los casos y modos previstos por la ley de fondo. Pero en todo caso, la sanción siempre presente es la de la nulidad del acto. Ello, en virtud de que para el imputado, a cuyo favor se ha establecido esta prohibición genérica, es únicamente la sanción de nulidad la que restablece sus derechos plenamente.

La asistencia o inasistencia del defensor a la indagatoria depende de la voluntad de él o del imputado.

No es requisito esencial que el defensor asista al acto en que el Imputado realiza su defensa material.

Por lo demás, la actividad del abogado defensor durante la indagatoria se reduce poco menos que a su sola presencia, motivada por el único objeto de controlar el cumplimiento de las formas y formular las observaciones del caso cuando entienda que las mismas se incumplen en perjuicio de su defendido.

Pero la presencia del abogado defensor en el acto de la indagatoria es posible solamente si mediare solicitud en tal sentido, por lo que es lo mismo decir que su asistencia técnica carece del carácter necesario, salvo el único caso de que así no lo considere el imputado.
1.F.2) Etapa o tiempo en que debe prestarse declaración indagatoria
Sobre el particular, y en virtud de no estar expresamente previsto en el Estatuto del Empleado Público, estableceremos dos hipótesis ejemplificativas que pueden verificarse en la realidad:

a)Sumario administrativo:

Por acto administrativo, la autoridad competente ordena instruir sumario a un empleado, individualizándose en dicha resolución los hechos y las transgresiones conforme dispone la legislación vigente. En ese mismo acto, se designa al instructor sumariante. El sumario deberá iniciarse dentro de las veinticuatro (24) horas de notificada la resolución al sumariante, quien dentro de ese término se debe abocar a la ins​trucción emitiendo el acto procesal denominado “Auto de aboque”. En el auto de aboque el instructor declara el secreto del sumario, ordena la producción de la prueba de cargo y designa secretario de actuación. En el supuesto de contar con elementos probatorios de la imputación, deberá en el mismo “auto de aboque” citar al imputado a prestar declaración indagatoria, con las previsiones hechas más arriba.

Desde el momento que se le notifica al instructor sumarial la resolución que ordena instruir sumario administrativo, y previo al auto de aboque, rigen las disposiciones del art. 116 de la Ley de Procedi​miento Administrativo Nº. 3909 respecto a que ningún funcionario o empleado es recusable, salvo cuando normas especiales así lo determi​nen. En el caso impera lo dispuesto en el art. 77, Dec. Ley 560/73.

Son causales de obligatoria excusación o de recusación para los funcionarios o empleados que tengan facultad de decisión, o que sea su misión asesorar: 

· tener parentesco con el interesado por consan​guinidad dentro del cuarto grado o por afinidad hasta segundo grado; 

· tener interés en el asunto;

· amistad íntima o enemistad manifiesta con el actuante. 

El funcionario que se excusara o que fuera recusado deberá elevar las actuaciones a la autoridad que ordena el sumario, quien considerará su procedencia. En el caso que admitiera la proceden​cia de la excusación o recusación se procederá a la designación de un mero instructor sumarial.

La excusación y la recusación son institutos tomados del derecho procesal pero adaptados a las modalidades del procedimiento administrativo. 

La imparcialidad es un principio que rige el procedimien​to sumarial disciplinario. La imparcialidad tiende más a la conducta personal de los agentes de la Administración al decidir los actos respectivos. La imparcialidad se expresa en el acto justo, recto y en la igualdad del juicio sobre el que se debe dar o reconocer; por ello no debe presionar en su espíritu ningún interés extraño capaz de hacerlo desviar de su correcto y digno actuar.

La recusación es el acto mediante el cual el interesado intervi​niente pide, con causa, el apartamiento del funcionario que entiende en la actuación (art. 77, Estatuto Empleado Público). La excusación es el apartamiento resuelto por el propio funcionario que entiende en la actuación. La ley la impone como obligatoria cuando se den las causales.

Estas causas hacen presumir una parcialidad de tipo personal, o sea, una actitud manifiesta a favor o en contra del imputado o administrado actuante.

b)
Investigación sumaria previa:

En un segundo supuesto, puede suceder que la autoridad administrativa tome conocimiento de irregularidades administrativas, por sí en forma directa, o a través de una denuncia. Por resolución ordena investigar los hechos y establecer los responsables. El instructor tiene que abocarse a determinar si los hechos constituyen faltas administrativas y cuál o cuáles son los responsables. Si de las pruebas reunidas se comprobara que “prima facie” hay uno o más responsables, clausurará la investigación con un dictamen en el que establecerá la falta adminis​trativa, su tipificación legal e identificará a los responsables, aconsejan​do a la autoridad competente dictar el acto administrativo que ordene la instrucción del sumario y designe nuevo instructor sumariante.

Emitida la resolución y abocado el instructor sumarial al procedimiento, deberá citar a prestar declaración indagatoria al o a los imputados, en mérito a que ya se ha producido prueba de cargo o existen suficientes elementos probatorios de la falta administrativa, que deben hacerse conocer al responsable a fin de garantizar su derecho de defensa; sin perjuicio de continuar con el procedimiento previsto en el art. 74, una vez cumplido el acto procesal de la indagatoria.
1.F.3) Apreciación de los hechos y las pruebas
La oportunidad del ofrecimiento de prueba debe concretarse al contestar la primera vista o traslado que otorgue la instrucción, conforme lo dispone el art. 74, apartado IV, del Estatuto del Empleado Público, Dec. Ley 560/73 . . .”se correrá vista al inculpado para que efectúe su descargo o proponga las medidas que crea oportunas para su defensa”.

Cabe señalar que en el caso particular de los sumarios será de aplica​ción supletoria las disposiciones contenidas en el Código Procesal Penal de la Provincia, puesto que el Estatuto no contiene disposiciones sobre medios, producción o control de las pruebas (art. 80, Dec.Ley 560/73), al respecto, solamente dispone en el art. 75 del Estatuto que la prueba puede ser de todo tipo y las pericias que se requieran se realizarán por intermedio de las dependencias públicas pertinentes.

1.F.3.a) Admisibilidad de la prueba
Debe tenerse presente que una cosa es la eficacia de la prueba, y otra su admisibilidad. Hay pruebas que son admisibles y, sin embargo, son de eficacia relativa o remota, esto no debe ser considerado como condición previa que se debe exigir al medio propuesto para que sea admitido.

La admisibilidad o no de las pruebas propuestas requiere como principio el de la pertinencia, que deberá valorarse razonablemente atendiendo a las particularidades y relevancia del hecho que deba probarse.

La valoración de las pruebas no puede realizarse antes de su producción, ello involucra una conducta arbitraria y lleva a un prejuzga​miento.

Sobre la pertinencia o admisibilidad de la prueba corresponde que juzgue la autoridad que interviene en el procedimiento. En el caso del sumario administrativo, le corresponde al instructor designado.

La resolución que deniega la prueba es recurrible.

1.F.3.b) Medios de prueba
Los hechos podrán acreditarse por cualquier medio de prueba (testimonial, pericial, documental, inspecciones, etc. art. 75, Dec.Ley 560/73). La ley no pone límites a los medios de prueba utilizables, salvo su pertinencia, pero siempre deberán ser medios no prohibidos por la ley en general o para casos particulares.

También este principio de amplitud depende en gran medida del tipo de pruebas más adecuado para acreditar los hechos de que se trate, o situación que deba probarse.

Las pruebas testimoniales cobran importancia decisiva, sin perjuicio de la importancia de otro tipo de pruebas. El tipo de probanzas a elegir, dependerá de las circunstancias del caso y, obviamente, de los elementos probatorios de que se disponga. Naturalmente, nada puede ser considerado como prueba si no es introducido como tal, es decir, que para que algo pueda considerarse probado en contra del interesado, es indispensable que esa prueba conste en las actuaciones, no siendo admisibles, como lo tiene de​clarado la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la invocación de ficheros, antecedentes, o constancia reservadas u obrantes en los organismos de seguridad.

1.F.3.c) Control de la prueba
El instructor sumarial tiene, en principio, el gobierno de la prueba. Su obligación básica y fundamental es la de hacer efectiva toda la ofrecida por el interesado, incluidos los informes pedidos sobre algunos puntos a reparticiones públicas, pudiendo por excepción, rechazar aquella que juzgue impertinente o irrazonable.

Cuando el instructor no produce alguna prueba ofrecida por el imputado, debe fundamentarlo, y su dictamen ser motivado, ya que la facultad discrecional no puede llegar al límite de considerar subjetiva​mente inconducente una prueba, sin poner de manifiesto al inculpado las razones en que se funda dicha valoración, que de alguna manera rechaza una pretensión que puede ser suficientemente legítima y que la Junta de Disciplina puede valorar en su momento, acogiendo la pretensión y produciendo la prueba.

Para efectivizar la producción de la prueba deben proveerse las medidas conducentes, determinando el lugar, tiempo y forma en que la diligencia probatoria habrá de practicarse, señalar las audiencias para la declaración de testigos, citándolos, requerir los informes que se hayan pedido a las oficinas públicas o privadas que se indiquen.

Respecto a la declaración de testigos, la instrucción puede limitar a un número prudencial los testigos ofrecidos por el inculpado que deban declarar en el sumario, cuando con ello no se cause agravio perjudicando los derechos de la defensa y se evitan los inconvenientes creados por la realización de diligencias superfluas, en ese sentido, lo dispone expresamente la legislación supletoria y la jurisprudencia, que se ha expedido en forma uniforme en el sentido de que los jueces tienen facultades para limitar el número de testigos propuestos por las partes al que consideran necesario para el esclarecimiento de los hechos.

En cuanto a la forma, en el caso de la prueba testimonial la legislación es uniforme al considerar su verdadera extensión, ya que sólo se valora el conocimiento adquirido en forma directa por el testigo, excluyéndose los testigos de testigos, no sólo porque este testimonio representa un elemento probatorio de ningún valor, sino porque hace imposible o difícil el contralor, al no poder contradecir con eficacia los medios que aparecen opuestos a los intereses de las partes.

El control de la producción de la prueba se basa en el control de su producción y control de los resultados de esa producción, no basta entonces, para satisfacer el principio de la audiencia del interesa​do, que éste se encuentre presente durante una pericia, examen, etc., si no se le manifiestan luego los resultados de dicha pericia para su control; a este último fin (control de los resultados de la prueba) se dirige precisamente la alegación sobre dicha prueba.

La alegación sobre el mérito de la prueba rendida es el corolario lógico y natural del derecho del inculpado de ofrecerla y producirla, y es la forma más correcta o indicada que el ordenamiento jurídico prevé para posibilitar el adecuado control de sus resultados, valorando debidamente su eficacia probatoria. El alegato se presenta ante la Junta de Disciplina en el plazo de cinco días hábiles administrativos y perentorio desde la notificación de la vista.

Cumplidas las diligencias procesales previstas en el capítulo respectivo, se cierra el trámite, no siendo admisible ninguna otra actuación posterior, excepto el dictamen de la Junta de Disciplina (art. 76 y concs., Estatuto Empleado Público). La Junta de Disciplina dictaminará en un plazo no mayor de diez (10) días hábiles, tras lo cual pasará lo actuado a la autoridad que dispuso el sumario.
1.F.3.d) Apreciación de la prueba
La prueba se apreciará con razonable criterio de libre convicción, fundado en la sana crítica.

El sistema procesal penal, establece que la prueba se apreciará imponiéndose el criterio de la sana crítica, por oposición al principio de la apreciación de las pruebas legales, es decir, el que impone al juzgador una limitación para la valuación de la prueba ofrecida.

El Código Procesal Penal de la Provincia ha adoptado el sistema de la libre convicción para valorar la prueba.

Conviene aclarar que existen autores que llaman sana crítica al sistema de valoración por la oposición al de la libre convicción, aquél por el que se permite al juzgador manejarse libremente en la apreciación de las pruebas, siempre que fundamente sus juicios con un razonamien​to lógico.

Pero profundizando el concepto de la libre convicción, se concluye en afirmar que existen entre las dos acepciones, libre convicción y sana crítica, identidad conceptual debiéndose identificar las dos fórmulas usadas.

Cualquiera de los principios mencionados, deberá entenderse en el sentido de que el juzgador no tiene limitaciones  de orden legal para apreciar las pruebas, el límite está dado por la exigencia y la necesidad de que la decisión del instructor y de la Junta de Disciplina sean fundados, es decir, lo limita la lógica, la experiencia y el sentido común.

La libre convicción no es una manifestación de voluntad, sino una operación mental previa a esa manifestación, en que, aplicando las reglas de la lógica, se evalúan las probanzas rendidas para determinar la situación de hecho.

Desde que probar significa formar el convencimiento del juzgador acerca de la existencia o no de hechos de importancia en el procedimiento, el derecho moderno tiende a rechazar el sistema de la prueba legal (reglas que determinan en qué casos el juez debe conside​rar probado un hecho), reemplazándolo por el principio de que la convicción del juzgador debe formarse libremente. 

Es decir, en conclusión, que la valoración de las pruebas debe efectuarse mediante el empleo de reglas de experiencia y reglas lógicas, que permitan a quien deben resolver convencerse razonable, auténtica y libremente de la eficacia de la prueba para establecer la verdad material y real.
1.F.4) Clausura Del Sumario
El instructor sumariante, dentro del plazo estipulado en art. 74 del Estatuto para el Empleado Público, deberá clausurar el sumario con el dictamen en el que se acompañará la resolución a adoptar.

Dicho dictamen deberá contener, en lo pertinente:

· La mención del instructor sumariante que la pronuncie y el nombre y apellido del agente inculpado.

· Condiciones personales del imputado.

· La enunciación del hecho y de las circunstancias que sean materia de acusación.

· La exposición sucinta de los motivos de hecho y de derecho en que funde la acusación, las disposiciones legales que le aplique, parte dispositiva, fecha y firma del instructor.

Se debe aclarar que si bien el Estatuto en el art. 79 establece que el dictamen deberá contener los requisitos del Código Procesal Penal de la Provincia, mencionados en su art. 428; corresponde aplicar el art.- 431 por modificación introducida al Código, con posterioridad a la sanción del Estatuto.
1.F.5) Junta De Disciplina
Es garantía para el funcionario inculpado en el procedimiento administrativo sumarial, la intervención de un cuerpo colegiado denominado, según el Estatuto, Junta de Disciplina, organismo que debe proponer la sanción y ante el cual el sumario alega.

Tiene como objeto el control a los efectos de comprobar si las reglas fundamentales del procedimiento han sido respetadas y evitar en esta instancia, la paralización de la acción disciplinaria.

1.F.5.a) Composición
Según lo establece la legislación vigente, en cada jurisdicción funcionará una Junta de Disciplina que estará compuesta de seis (6) miembros titulares y seis (6) suplentes. Tres (3) titulares y tres (3) suplentes - uno por lo menos letrado- serán nombrados por la autoridad Competente, y los restantes miembros titulares o suplentes representa​rán al personal. Permanecen tres (3) años en sus funciones y se renuevan totalmente al finalizar el período.

1.F.5.b) Dictamen
La Junta de Disciplina emite dictámenes que son obligatorio pero no vinculantes para la autoridad de decisión, pudiendo esta última apartarse fundadamente de lo aconsejado por la Junta, para aplicar una sanción mayor o menor, según el caso.

El carácter obligatorio del dictamen, significa que la Junta debe intervenir en todos los supuestos en que se haya incoado un sumario administrativo por razones disciplinarias, la falta de dictamen hace nula la sanción. 

En los supuestos en que no se requiera la formación de sumario, cuando la sanción fuera un apercibimiento o una sanción menor de los quince (15) días, la sanción se aplica sin otra formalidad que la confirmación por escrito, con indicación de las causas determinantes de la medida.

En los supuestos en que la ley requiera la instrucción de un sumario, la intervención de la Junta es obligatoria y dará origen a un parecer obligatorio.

El dictamen que produce la Junta debe ser preciso, debiéndose indicar la sanción a aplicarse de acuerdo con los hechos imputados. Esta debe apreciar los elementos de juicio obrantes en el expediente y aconsejar una sanción. A los efectos de decidir, habrán de considerarse los hechos que hayan sido probados y no probados. En cuanto los hechos probados, debe establecerse si constituyen o no infracción disciplinaria, si así lo fueran, en qué circunstancias se han producido y cuál es su gravedad, ya que toda sanción se graduará teniendo en cuenta la gravedad de la falta o infracción, los antecedentes del funciona​rio y, en su caso, los perjuicios causados.

El dictamen de la Junta de Disciplina no debe ser comunicado al funcionario inculpado, sino que la decisión, considerando todos los elementos reunidos, será comunicada a la autoridad competente, quien procederá a aplicar la sanción que considere oportuna. La decisión final (acto administrativo) aplicando la sanción, deberá ser notificada al imputado, bajo pena de nulidad.
1.F.6) Disposiciones De La Ley 4416
Esta norma reguladora de la competencia investigativa del Fiscal de Estado, en su art. 12, prescribe “La autoridad administrativa que corresponda de los Ministerios, de la Secretaría General de la Gober​nación, de Planeamiento y Coordinación, Empresas del Estado o de propiedad del Estado, deberán comunicar a la Fiscalía, la iniciación de aquellos sumarios administrativos que revistan importancia, gravedad o trascendencia, con una relación de los hechos que lo originen, a fin de que ésta, si lo estimare necesario o conveniente, tome intervención.”

Si la Fiscalía de Estado no toma intervención, una vez resuelto el sumario, deberá remitírsele copia autenticada de la resolución final, dentro de los cinco (5) días de quedar firme. Por otro lado, dispone el art. 13 

“En los casos mencionados precedentemente el Fiscal de Estado podrá optar por:

1)
Disponer la suspensión del sumario administrativo, el que deberá ser girado de inmediato a la Fiscalía a fin de que se practique en dicha sede la investigación; o bien.

2)
Que el sumario se instruya por la vía correspondiente, en cuyo caso la Fiscalía será tenida necesariamente como parte acusadora con iguales derechos a la sumariada, en especial, el derecho a recurrir de toda resolución adversa a sus pretensiones. Todo ello, bajo pena de nulidad absoluta e insanable de lo actuado o de lo resuelto, según el caso.”

En la legislación Nacional es bueno resaltar estos puntos del procedimiento sumarial que se regirá por el decreto 1798/80.

· No podrá ser sancionado después de haber transcurrido 3 años de cometida la falta que se le impute y además no podrá ser sancionado sino una vez por la misma causa.

· Toda sanción se graduará teniendo en cuenta la gravedad de la falta, los antecedentes del agente y los perjuicios causados.

· Cuando se aplique la exoneración del funcionario se hará extensivo a todos los empleos que desempeñe el agente.

· De acuerdo al reglamento de investigaciones, decreto 1798/80, que se aplica para las funciones públicas, personal docente y todo aquel que carezca de régimen especial para la aplicación de las sanciones mencionadas, se deberá sustanciar un sumario.

· La sustanciación se efectúa en la oficina del área respectiva a cargo de funcionarios de planta permanente de categoría igual o mayor al agente sumariado cuando los mismos fueran letrados, a estos se le llaman instructores, existen también los instructores ad hoc. La competencia de estos es improrrogable pudiendo desplazarse dentro del país cuando así la investigación lo requiera. 

· Los instructores investigan los hechos, reúnen las pruebas, determinan responsables y encuadran las faltas cuando las hubiere. También si el hecho que motiva el sumario constituye presuntamente delito deberá verificar si se ha realizado la denuncia policial o judicial correspondiente, en todos los casos deja constancia en el sumario. El sumario siempre es instruido en la jurisdicción donde se produzca el hecho.

· El instructor puede ser auxiliado por un secretario que labra las actuaciones, responde por la conservación y guarda de las mismas. 

· Pueden excusarse o recusarse tanto el secretario como el instructor.

· El objeto del sumario es precisar todas las circunstancias y reunir todos los elementos de prueba tendientes al esclarecimiento de la comisión de irregularidades, individualizando los responsables y proponiendo sanciones. Se promueve de oficio o por denuncia,  y será secreto hasta que el instructor de por terminada la prueba del cargo y no se admitirán ni debates ni defensas salvo solicitud de medidas de prueba. 

· Cuando la permanencia en funciones fuera inconveniente para el esclarecimiento del hecho investigado, el agente puede ser trasladado  por un plazo no mayor a 90 días.  

· Si el proceso se origina en hechos del servicio se podrá suspender al agente sin perjuicio de la sanción que le pueda corresponder.

· Si existen motivos suficientes para considerarlo responsable se puede recibir declaración sin juramento, no así si existe estado de sospecha.

· Si no comparece, se deja constancia de ello, se lo cita otra vez y sino concurre sé continúa el procedimiento. 

· El sumariado podrá ampliar la declaración ante el instructor siempre que el estado del tramite lo permita.

· Están obligados a declarar como testigos todos los agentes de la Administración Pública Nacional.
  2) RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL
Las   legislaciones de los países contemplan las for​mas más comunes que puede revestir la responsabilidad de los funcio​narios públicos y los procedimientos para darle vigencia. 

Las leyes de contabilidad pública de los Estados fueron avanzando en el sentido de encontrar solución adecuada para ambos aspectos. En un principio sus disposiciones casi nunca involucraron a todos los fun​cionarios públicos sino tan sólo a los intervinientes en la administración de bienes del Estado —considerados éstos en forma genérica— obligán​doles a rendir cuenta; ello ya implicaba comprenderlos en la responsa​bilidad civil, y después se deriva hacia otra responsabilidad, la contable que consiste nada más que en un modo de hacer valer con rapidez a aquélla, de la cual en definitiva no difiere.

Si bien la ley 24.156 se aparta por completo de esa corriente legislativa y de la doctrina que, en el curso del tiempo, le ha servido de fundamento.
 2.A) ORGANOS DE CONTROL
       La responsabilidad contable o patrimonial se traduce en la obligación de rendir cuenta, impuesta por las leyes financieras a los funcionarios que por su cargo deben administrar bienes del Estado.

       Esa obligación de rendir cuenta por parte de algunos funcionarios públicos, ha conducido a la creación de órganos jurisdic​cionales especialmente encargados de escrutar y pronunciarse sobre esas cuentas. Algunos países que han perfeccionado sus regímenes con​tables, instituyeron órganos independientes de la administración, colegiados o unipersonales, con el cometido de indagar y aprobar o recha​zar consiguientemente, las rendiciones de cuentas presentadas por los responsables.

       Según la legislación financiera moderna, la responsabilidad conta​ble es, generalmente, de característica jurisdiccional y el órgano que la aplica está dotado de amplias facultades para exigir compulsivamente la pre​sentación de la cuenta, examinarla, requerir los informes complementa​rios que necesite y, en definitiva, aprobarla o desecharla. Ante la deci​sión de este órgano jurisdiccional, el funcionario público que presenta la cuenta puede quedar obligado a indemnizar cualquier daño que por su culpa hubiera sufrido la hacienda.

       Por lo común, estos órganos de jurisdicción contable no están facul​tados por la ley para forzar la ejecución de sus sentencias, sino que su resolución se limita a instar al responsable a reponer lo que se hubiera perdido o gastado ilícitamente, o a reparar el daño causado. Si el res​ponsable no cumple con lo resuelto por el órgano jurisdiccional, éste lo declara deudor del fisco, pero tampoco se halla a su cargo la ejecución pertinente, que debe tramitar con intervención de las autoridades Judi​ciales competentes.

       Así, las resoluciones condenatorias dadas por los órganos encarga​dos del juzgamiento de las cuentas y de la responsabilidad contable, tienen carácter prejudicial: constituyen un procedimiento rápido para llegar a la declaración administrativa de la responsabilidad. No obstan​te, esa declaración puede estar sujeta a revisión en la instancia judicial a fin de que nadie sea condenado por quien no sea su juez natural.

       El primer paso dado por la legislación financiera de los distintos países no ha sido establecer la obligación de rendir, sino disponer la organización administrativa para todo lo relacionado con la rendición de cuentas, dar forma a ésta, fijar épocas y procedimientos para su presentación, el pronunciamiento administrativo y la resolución final, dejando expedito el camino para la eventual acción ejecutiva ante la justicia. 
2.B) CONTABILIDAD DE RESPONSABLES
La contabilidad de responsables, obliga a rendir cuenta a cada respon​sable de la administración del Estado, de las sumas que éste ha recibido del tesoro para aplicarlas a un fin determinado, y de las que ha recibido directamente por diversos conceptos. 

Sobre la base de esas sumas se deben practicar los cargos en las cuentas de los responsables, las cuales también deben registrar los des​cargos producidos por sumas pagadas debidamente documentadas y por los fondos devueltas al tesoro.

En este aspecto de la contabilidad pública, interesa conocer las su​mas entregadas a cada agente del tesoro por los que éstos se hallan obliga​dos a rendir cuenta. 
2.C) EL TRIBUNAL DE CUENTAS 
En ejercicio de funciones de control netamente externo, el Tribunal de Cuentas tenía a su cargo actuar como órgano jurisdiccional para hacer efectiva la responsabilidad del poder administrador y de los órganos secundadores de la gestión ejecutiva.

Entre todos los funcionarios y agentes actuantes como órganos auxi​liares de la hacienda, se identificaban dos categorías: unos, por ser su función específica el manejo y administración de dinero, fondos, valo​res, bienes etc., estaban obligados a rendir cuenta periódica de su gestión: otros, aunque no tuvieran como función anexa a su cargo el manejo y administración de fondos, valores o bienes, podían igualmente perjudicar a la hacienda por actos a por omisiones por lo cual también se hacia un control de sus actividades.

A los funcionarios indicados en primer término, como gestores directos de la hacienda, el Tribunal de Cuentas los atraía a su fuero y los juzgaba mediante el juicio de cuentas

Cuando el órgano jurisdiccional por denuncia o por conocimiento propio, se enterara que un funcionario, aunque no fuera de los obliga​dos a rendir cuenta o aun siéndolo y por hechos no comprendidos en la cuenta, había perjudicado a la hacienda, también lo atraía a su jurisdicción y lo juzgaba de acuerdo con el proceso denominado juicio administrativo de responsabilidad.

Este último fue incorporado a la legislación argentina por la ley 12.961; sobre juicio de cuentas ya legislaba la ley 428. Ambos procedi​mientos arbitraban el medio de hacer efectiva la responsabilidad expe​ditivamente y tenían igual finalidad: declarar el alcance de la responsa​bilidad, como también fijar el importe que el responsable debida ingresar para reparar el daño.

     La ley 24.156 establece que están obligados a rendir cuenta todas las personas que manejan fondos públicos.

     El que maneja fondos públicos rinde cuentas parciales ante quien le entregó los fondos, y a su vez cada organismo le rinde sus cuentas al responsable principal, que es el encargado de formar la cuenta del ejercicio y que se denomina Contaduría general de la Nación en al ámbito nacional. Este organismo es controlado por la Auditoría General de la Nación y quien aprueba la cuenta es el Congreso Nacional.

     En el ámbito provincial, el responsable es la Contaduría General de la Provincia, el órgano de control es el Tribunal de cuentas, y quien aprueba la cuenta es el Congreso Provincial.

      La Contaduría del municipio es quien forma la cuenta en la Municipalidad, el control es ejercido por el tribunal de cuentas, y la aprobación corresponde al Consejo deliberante.
2.D) LA CUENTA INVERSIÓN: BASE DEL CONTROL ULTERIOR
Si bien el parlamento ha delegado en órganos —algunas veces uni​personales y otras colegiados— el ejercicio del control concomitante, las constituciones políticas de los estados, y las legislaciones financieras que en su consecuencia se dictan, coinciden en estatuir al Congreso como órgano representativo de la voluntad popular, como encargado de ejercer el control crítico o ulterior de la gestión económi​co-financiera desarrollada por el poder administrador. Ello permite al Poder Legislativo comparar las previsiones presupuestarias para gastar, con las realizaciones llevadas a cabo por el Poder Ejecutivo de acuerdo con aquéllas, y completar el cuadro de la fiscalización en esta materia: sobre la base de lo experiencia del pasado, puede apreciar las necesidades del futuro.

Según el ordenamiento constitucional argentino (art. 75, inc. 8), corresponde al Congreso aprobar o desechar lo cuenta de Inversión. Por consiguiente, puede afirmarse que éste es el elemento básico para el ejercicio del control parlamentario ulterior. Dicho documento versa, es​pecialmente, sobre el cumplimiento de lo fijado en la ley de presupuesto y en las leyes autorizantes de gastos: pero esa información de índole financiera y presupuestaria no es suficiente para ejercer el control críti​co en plenitud. Por ello, la cuenta de Inversión debe contener toda la Información que, de un modo u otro, se relacione con la gestión financiera y con la gestión patrimonial desplegadas por el Poder Ejecutivo durante el ejercicio.

El contenido fundamental de la cuenta Inversión, es el siguiente:

a) Estado de ejecución del Presupuesto de la Administración Nacional a la fecha de cierre de ejercicio.

b) Estado que muestran los movimientos del Tesoro.

c) El Estado actualizado de la deuda pública externa, interna, directa e indirecta.

d) Estados contables financieros de la administración central.

2.E) RESPONSABILIDAD DE LOS ADMINISTRADORES


Pueden causar daños a la hacienda pública no sólo los funcionarios encargados de administrar bienes del Estado y obligados a rendir cuen​ta. Todo otro funcionario también puede ocasionar perjuicios, aunque no sea recaudador ni agente pagador, ni administre bien o almacén al​guno del Estado. Cualquier funcionario que dañe o destruya un bien del Estado, lesiona a la hacienda pública; un letrado o un procurador fiscal, (quien por no administrar bienes del Estado no esta obligado a rendir cuenta) que en un juicio deja transcurrir el plazo de prescripción para un crédito a favor del Estado, también lesiona a la hacienda pública. En estos casos, salvo que el funcionario pudiera reparar el daño, el Estado debía seguir la vía judicial, con riesgo de actuar muy tardíamente. 

La ley 12.961 (art. 83) entendía por responsable a toda entidad, funcionario, empleado o persona obligada a rendir cuenta de dinero o bienes percibidos, con lo que la característica de funcionario responsable estaba identificada con la de obligado a rendir cuenta.

Con ello se apartaba de la corriente legislativa, para la cual responsables no son sólo aquellos, sino todos los funcionarios públicos, porque todos son susceptibles de producir de un modo u otro, daños a la hacienda del Estado.

La ley de contabilidad no incurrió en ese error; su terminología en las partes pertinentes era bastante precisa. El capitulo inicial sobre la cuestión se titulaba acertadamente “De los responsables” (omite la expresión y sus cuentas que junto con estas palabras contenía la ley 12.961).

Para la doctrina de la contabilidad pública, el concepto de respon​sable es aplicable, no sólo a quienes deben rendir cuenta en virtud de una obligación de fuente legal, sino a todos los funcionarios públicos, desde el Presidente de la República para abajo, todos son responsables en cuanto por un acto o una omisión ocasionen daño a la hacienda y tienen que repararlo aunque no estuvieran comprendidos entre los obli​gados a rendir cuenta.

El art. 90 de la ley de contabilidad fijaba el concepto general en su primer párrafo: todo estipendiario de la Nación responderá de los daños que por su culpa o negligencia sufra la hacienda del Estado y estará sujeto a la jurisdicción del tribunal de Cuentas, al que compete formular  los cargos pertinentes. La designación de estipendiario (el que cobra o recibe estipendio según la Real Academia Española) encie​rra un concepto amplio, a efectos de establecer la responsabilidad de los funcionarios públicos ante la hacienda, en cuanto a los daños que pu​dieran inferirle. La responsabilidad subsiste también para quienes no reciban estipendio del Estado con motivo del ejercicio de sus funciones, y en ocasión de las cuales puedan causar perjuicio al Patrimonio público.

La ley de contabilidad tuvo otro avance respecto de la legislación anterior: la responsabilidad jurisdiccional se diligenciaba ante un órgano independiente, ajeno al ordenamiento Interno de la administración.

Cuando los alcanzados por la responsabilidad fuesen integrantes del Poder Legislativo o funcionarios comprendidos en el art. 45 de la Constitución nacional de 1853-1860 —presidente, vicepresidente. mi​nistros del Poder Ejecutivo, miembros de la Corte Suprema y de los demás tribunales inferiores de la Nación—, el Tribunal de Cuentas sólo podía comunicarlo al Congreso, o sea, al juez natural que resolvería en esos casos.

La responsabilidad de los agentes se extenderá a la gestión de los créditos del Estado por cualquier título que fuere, a las rentas que dejaren de percibir, a las entregas indebidas de bienes a su cargo o cus​todia y a la pérdida o sustracción de los mismos, salvo que justificaren que no medió negligencia de su parte.

Este art. 92 reafirmaba dos responsabilidades: la de los encargados de recaudar las rentas fiscales, y la de los administradores de bienes públicos, respecto de la íntegra conservación de estos.

Los agentes de la administración nacional que auto​rizaren erogaciones sin que exista crédito disponible en el presupuesto general, o que contrajeran compromisos que excedan del importe puesto a su disposición, responderán por el reintegro total a pagar o la suma excedida en su caso, salvo que la autoridad competen​te acordara el crédito necesario y aprobase el acto.

Prescribía el primer párrafo del art. 95: Los actos y omisiones violatorios de disposiciones legales o reglamentarias comportarán responsabilidad solidaria para quienes los dispongan, ejecuten o intervengan. 

No era pues, posible ampararse en el cumplimiento de una orden recibida para excusar la propia responsabilidad, pero, por disciplina, la responsabilidad del inferior cesaba si hubiera formulado alguna observación, que para la ley debía ser por escrito.
2.F) LA RESPONSABILIDAD DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS ANTE LA LEY 24.156
La ley 24.156 no ha seguido los lineamientos señalados por los pre​cedentes legislativos, en cuanto a la sustancia y a las formas, para con​sagrar en la norma jurídica la responsabilidad que corresponde a los funcio​narios públicos de todas las categorías, en tanto agentes del Estado que por sus actividades puedan afectar, de una  u otra manera, la integridad de la hacienda pública

Dicha ley somete a  Auditoría General a la administración central, a los organismos descentralizados, las empresas y sociedades del Estado, los entes reguladores de servicios públicos, la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, y los entes privados adjudicatarios de procesos de privatización en cuanto a las obligaciones emergentes de los respectivos contratos.

Esa competencia de la Auditoría General consiste en el control ex​terno, pero que se ordena ejercer a posteriori de la gestión presupuestaria, económica, financiera, patrimonial y legal, contrariamente a la for​mulación doctrinaria, en cuya virtud esa actividad del órgano de control externo debiera actuar con carácter previa a dicha gestión.

El art. 130 in fine acota que la responsabilidad prevista por su primera parte opera siempre que no se encontrare comprendido en regímenes especiales de responsabilidad patrimonial. Ciertamente queda des​atendido el caso de insuficiencia normativa de que adolezcan esos regí​menes especiales por no prever formas de perjuicio a la hacienda pública, que puedan causar los funcionarios públicos. El plazo de prescrip​ción para ejercer la acción tendiente a hacer efectiva la responsabilidad patrimonial y cómo se ha de computar aparece estipulada en el art. 131 de la ley 24.156.

Queda librado a la decisión del jefe del servicio jurídico de la depen​dencia a la cual perteneciese el funcionario, intimar a éste para el pago de la deuda en el término de diez días hábiles; si esta gestión fracasara en sede administrativa, se debe iniciar la acción judicial, salvo que ello se estimara antieconómico por la autoridad competente.

En forma acorde con la norma del art. 104, inc. k, de la ley 24.156, la Sindicatura General de la Nación debe informar trimestralmente al presidente de la Nación acerca de los perjuicios patrimoniales registra​dos y los procedimientos adoptados en cada caso para obtener el adecuado resarcimiento.
 FIANZAS 

La fianza es la garantía exigida a los funcionarios públicos encarga​dos del manejo de fondos o bienes del Estado, para asegurar su buena administración, si bien su plausible propósito es el de asegurar la ho​nestidad de dicho manejo, su eficacia práctica es generalmente ilusoria y da motivo de conflictos para el propio Estado.

Por lo general, quien ejerce un empleo tiene necesidad del sueldo, cuyo monto comúnmente no guarda relación con la cantidad de bienes o de dinero que manejan y en la inmensa mayoría de los casos, carece de capacidad pecuniaria suficiente para acordar una fianza real. Por esta razón la sustituye a veces con una fianza personal, pero de ese modo tampoco se da solución adecuada al problema. En todo caso, se requie​re adoptar un buen sistema de contralor que haga imposibles los mane​jos ilegales en perjuicio del fisco. 

CAPITULO V

RESPONSABILIDAD PENAL
  1) DEFINICIÓN Y CONTENIDO
El concepto del derecho penal se presenta como una institución destinada a sistematizar la defensa colectiva contra los individuos inadaptados a la vida en sociedad.

Derecho penal es la rama del derecho que regula la potestad pública de castigar y aplicar medidas de seguridad a los autores de infracciones punibles.

Esa potestad supone, por un lado, la de regular las condiciones de castigo o de la aplicación de las medidas aseguradoras, como complemento, o en sustitución de la pena. Esta regulación corresponde al llamado DERECHO PENAL SUSTANTIVO o DERECHO PENAL PROPIAMENTE DICHO.

Esa misma potestad supone, por otro lado, la de regular los procedimientos para aplicar la pena y las medidas de seguridad. Tal regulación es la que se denomina DERECHO PROCESAL PENAL.

Finalmente, la potestad de castigar y aplicar medidas de seguridad supone la de regular la ejecución de la pena o de la medida impuesta. Esto es materia del DERECHO EJECUTIVO PENAL.
   2) CODIGO PENAL ARGENTINO
       El Derecho Penal común se encuentra codificado en un cuerpo legal. Éste consta de dos libros:

Libro primero: disposiciones generales; con trece títulos 

Libro segundo: de los delitos; con doce títulos 

En principio, podemos encontrar la figura de la responsabilidad de los agentes públicos dentro de la parte general del código, en su articulo 1, que dice:

Articulo 1- este código se aplicara: 

1. Por delito cometidos o cuyos efectos deben producirse en el territorio de la Nación Argentina o en lugares sometidos a su jurisdicción.

2. Por delitos cometidos en el extranjero por agentes o empleados de autoridades argentinas o en desempeño de su cargo. 

y él artículo 4 nos dice:

Las disposiciones generales también se aplicaran a todos los delitos previstos por leyes especiales, en cuanto éstas no dispusieren lo contrario. 
  3) LA PENA: CONCEPTO Y FINES
 “Es una pérdida de bienes impuesta a una persona como retribución del delito cometido.”

Quedan así señalados los dos elementos que dan el concepto jurídico de pena 

1) La pérdida de bienes; 2)  La imposición retributiva. 

La pérdida de bienes significa la privación a la persona de algo de lo que goza.

Desde el punto de vista de la sociedad, la pena es retribución porque es con lo que la sociedad responde al mal que, como ofensa de los derechos de otros individuos o de sociedad, implica el delito. Desde el punto de vista del delincuente la pena es la moneda con que él paga su delito. El fin de la pena atiende a evitar futuros delitos. En su fin individual se propone apartar al delincuente del delito en el futuro, readaptándolo. En su fin general la pena no mira al delincuente al que le ha sido impuesta, sino a los demás miembros de la sociedad; sería una prevención general.

En él articulo 5 encontramos los tipos de penas: reclusión, presión, multa e inhabilitación.

Reclusión: condena a una larga pena privativa de la libertad, con tal denominación, la mas larga y severa de su clase.

Prisión: nombre de una pena privativa de libertad, de duración y carácter variables.

 Ambas son preventivas de la libertad, pero se deben se deben cumplir en establecimientos distintos.

Multa: pena pecuniaria que se impone por una falta o delito por el contravenir a lo que con esta condición se ha pactado. Constituye unas de las sanciones mas benignas. Consisten en pagos pecuniarios que afectan el derecho de propiedad del condenado.

Inhabilitación: sanción consistente en la previsión  para desempeñar determinados empleos y funciones, así como para ejecutar ciertos derechos.  

Dentro de las clases de penas, éstas  pueden tener agravantes y atenuantes:

Atenuantes: Hecho delictivo rodeado de circunstancias que modifican la responsabilidad del autor, para atenuarla e  inclusive para eliminarla según que representen una  menor peligrosidad o la inexistencia de peligrosidad en el agente.

Agravantes: Son delitos  que pueden ser cometidos en circunstancias por medios o personas que agravan la responsabilidad del autor sin modificar la figura delictiva, por cuanto revelan una mayor peligrosidad, maldad o un mayor desprecio de sentimientos humanos naturales. 

  4) RESPONSABILIDAD DE LOS AGENTES PÚBLICOS 

4.A) El concepto de funcionario público en el Código Penal  

En el artículo 77, cuarto párrafo “se designa a todo el que participa accidental o permanentemente del ejercicio de funciones públicas, sea por elección popular o por nombramiento de autoridad competente”.

4.B) Análisis de los Principales Capítulos del Título XI del Código Penal

4.B.1) El bien Jurídico tutelado 

La expresión esta empleada más que para designar a la administración, para referirse al normal, ordenado y legal desenvolvimiento de la función de los órganos del estado, en todas las ramas de sus tres poderes. Ese es el bien jurídico tutelado.

4.B.2) Sujetos de estas clases de delitos 

Esta perturbación funcional puede provenir de dos causas de distinta procedencia.

1. Incumplimiento, abuso o arbitrariedad del órgano mismo.

2. Intromisión o perturbación causadas por personas que no pertenecen a la Administración.

4.B.3) Contenido del título
La ley distingue la materia en catorce capítulos de la siguiente manera:

Delitos consistentes en una coacción, una resistencia, una ofensa o una intromisión ilegal de un particular en una función publica: Cap.I, atentado y resistencia; Cap.II, desacato; Cap.III, usurpación de autoridad. 

La figura inversa estaría dada por la intromisión arbitraria o la ofensa de parte del funcionario en contra del particular: Cap.IV, abuso de autoridad; Cap.V, la violación de sellos y documentos; Cap.VI, el cohecho; Cap.VII, los delitos en el manejo de los fondos del fisco, Cap.VIII, las negociaciones incompatibles con el ejercicio de la función pública; Cap.IX, las exacciones ilegales; Cap.IX bis, el enriquecimiento ilícito de funcionarios.

Siguen luego las infracciones que otras leyes separan como ofensas especificas a la administración de justicia: Cap.X, el prevaricato; Cap.XI, la denegación y el retardo de justicia; Cap.XII, el falso testimonio y falsa denuncia; Cap.XIII, el encubrimiento; Cap.XIV, la evasión y quebrantamiento de pena.

Se hará referencia sólo a aquellos capítulos que originan responsabilidad al funcionario.
4.B.3.a) Cap.IV Abuso de la Autoridad y violación de los deberes de los funcionarios públicos

Aún cuando no se produzca la lesión de un derecho ulterior, se castiga el acto abusivo en sí mismo, como un modo de tutelar los valores insitos en el orden jurídico como tal. Nuestro código traza varias figuras unas menores y otras mas graves. Las figuras son: abuso genérico de la autoridad, omisión de deberes, denegación de auxilio, requerimiento de fuerza contra el cumplimiento de actos legítimas de autoridad, abandono de cargo e incitación al abandono colectivo, nombramientos ilegales.

4.A.3.a.a) Abuso genérico de autoridad: 

El art. 248 establece que “será reprimido con prisión de un mes a dos años e inhabilitación especial por doble tiempo, el funcionario público que dictare resoluciones u órdenes contrarias a las constituciones o leyes nacionales o provinciales, o ejecutare las órdenes o resoluciones de esta clase existentes o no ejecutare las leyes cuyo cumplimiento le incumbiere”.

El sujeto activo debe necesariamente ser un funcionario público, sin prejuicios de la participación accesoria de particulares. El sujeto pasivo es naturalmente, el Estado, como titular del interés violado, pero ello no excluye que un particular tenga el carácter de perjudicado. 

Un acto puede ser abusivo solamente por dos motivos:

1. Por ser contrario a la constitución o a la ley en le sentido formal; esto es por consistir en una acción que la ley no consiste.

2. Por ser el acto sustancialmente improcedente en concreto, aún cuando sea posible en derecha.

El abuso de autoridad presenta la doble forma del ejercicio de una facultad que se sabe inexistente como tal, y la del ejercicio de una facultad existente en condiciones conocidamente falsas.

Es necesario el conocimiento de la falsedad del acto de autoridad, el cual debe existir en el momento de la acción,  no hay abuso cuando el funcionario se equivoca, sea cual sea la fuente de su error.

Para determinar la malicia, es prudente recurrir al examen de la existencia de motivos particulares, odio, pasión política, venganza, prepotencia.

4.A.3.a.b) Omisión de deberes: 

El art. 249 establece “será reprimido con multa de cien a mil pesos e inhabilitación especial de un mes a un año, el funcionario público que ilegalmente omitiere, rehusare hacer o retardare algún acto de su oficio”.

Este artículo tutela el desenvolvimiento normal y diligente de la administración, por la cual se castiga la injuria genérica, el retardo en el cumplimiento de los actos. 

El incumplimiento debe referirse a los actos de la función, a los actos que son el contenido de la función y no a los actos que el funcionario debe personalmente realizar para cumplirlos, cuya transgresión suele estar prevista como infracción disciplinaria: faltar a la oficina, llegar tarde, retirarse antes.

4.A.3.a.c) Denegación de auxilio: 

El art. 250 del Código Penal castiga con prisión de un mes a dos años e inhabilitación especial por doble tiempo al “jefe o agente de la fuerza pública que rehusare, omitiere o retardase, sin causa justificada, la prestación de un auxilio legalmente regido por la autoridad civil competente”.  

En este delito, el concepto de sujeto activo es muy restringido: sólo jefes y agentes de la fuerza pública. Debe mediar un requerimiento formal de apoyo para un acto determinado.

4.A.3.a.d) Requerimiento de fuerza contra actos legítimos: 

El art. 251 dispone: “será reprimido con prisión de un mes a cuatro años e inhabilitación especial por doble tiempo, el funcionario público que requiriere la asistencia de la fuerza pública contra la ejecución de disposiciones u órdenes legales de la autoridad, o de sentencias o de mandatos judiciales”.

El sujeto activo es el funcionario público que tiene alguna potestad funcional para requerir fuerza pública, para mandarla o para disponer de ella.

El requerimiento de asistencia debe formularse para oponerse a la ejecución de disposiciones u órdenes legales de la autoridad o de sentencia o mandatos judiciales. 

4.A.3.a.e) Abandono de destino: 

El art. 252 del Código Penal castiga con multa de cincuenta a quinientos pesos e inhabilitación especial de un mes a un año al “funcionario público que sin habérsele admitido la renuncia de su destino, lo abandonare con daño del servicio público”. 

Aquí el abandono tiene el significado de retiro del cargo con el ánimo de no seguir desempeñándolo. El delito se comete cuando lo deja sin habérsele admitido la renuncia, puede ser tanto cuando deja el cargo después de presentar la renuncia y antes que le sea aceptada, como el que deja el cargo sin haber presentado la renuncia y sin haber cesado legalmente en él.

El delito requiere la existencia de daño al servicio público. El daño puede ser de cualquier carácter (material, moral) pero tiene que tratarse de un daño real, y debe repercutir externamente en la administración.

4.A.3.a.f) Proposiciones y nombramientos ilegales: 

El art. 253 del Código Penal dispone: “será reprimido con multa de cien a mil pesos e inhabilitación especial de seis meses a dos años, el funcionario público que propusiere o nombrare para cargo público, a persona en quien no concurrieren los requisitos legales”. 

“En la misma pena incurrirá el que aceptare un cargo para el cual no tenga los requisitos legales”.

La acción típica es la de proponer o nombrar para un cargo público. El sujeto activo es el funcionario público con facultad de proposición, y no el simple funcionario que propone en recomendación privada; lo es también el funcionario facultado para nombrar.

Mientras que en la segunda parte del art. el sujeto activo es el aceptante que puede ser un particular o un funcionario cuando se lo designa para otro cargo, y no se requiere que el nombramiento haya sido hecho sino la aceptación de la propuesta.

4.B.3.b) Cap.V. Violación de sellos y documentos
La Administración Pública para el cumplimiento de sus fines generales, para preservar derechos propios y ajenos y, para decidir controversias, necesita a veces poner bajo ciertas garantías una cosa o un documento determinado, asegurando la identidad y custodia de tales objetos. Para ello dispone sellos identificadores, de contralor o de seguridad y archiva piezas del más variado carácter. 
4.A.3.b.a) Violación de sellos: 

El art. 254 establece “será reprimido con prisión de dos meses a dos años, el que violare los sellos puestos por la autoridad para asegurarse la conservación o la cantidad de una cosa”.

No es la cosa, lo que se protege, sino su inviolabilidad. Este delito presupone un acto oficial de sellar con los fines específicos de identificación o conservación de una cosa. El delito no consiste en romper el sello, sino en violarlo. El sello se viola ya sea atentando contra el sello mismo, alterando su colocación, violando la seguridad sin atentar contra él o destruyéndolo total o parcialmente.

Figura agravada 

El art. 244 párrafo 2, dispone que “si el culpable fuere funcionario público y hubiere cometido el hecho con abuso de su cargo, sufrirá además inhabilitación especial por doble tiempo”.

Como se ve dos son las condiciones de agravación: 1) responde a la calidad del autor, tiene que ser funcionario público; 2) responde al modo de ejecución, debe haberla ejecutado con abuso de su cargo, debe haberse servido de la función que desempeñaba para violar el sello. 

Figura culposa

El párrafo tres del citado artículo, impone multa de setecientos cincuenta  a doce mil quinientos pesos “si el hecho se hubiere cometido por imprudencia o negligencia del funcionario público”.
4.A.3.b.b) Substracción e inutilización de objetos custodiados: 

El art. 255 establece “Será reprimido con prisión de un mes a cuatro años, el que sustrajere, ocultare, destruyese o inutilizare objetos destinados a servir de prueba ante la autoridad competente, registros o documentos confiados a la custodia de un funcionario o de otra persona en el interés del servicio público. Si el culpable fuere el mismo depositario, sufrirá inhabilitación especial por doble de tiempo”.

“Si el hecho se produjere por imprudencia o negligencia del depositario, éste será reprimido con multa de setecientos cincuenta a doce mil quinientos pesos”.

Los objetos son los destinados a servir de prueba ante la autoridad competente. También lo son los registros y documentos que no es necesario que estén destinados a servir como pruebas, basta que su custodia haya sido dispuesta en interés del servicio público.

El autor puede ser cualquier persona, particular o funcionario, pero el delito se agrava cuando el agente ha sido el mismo depositario de los objetos.

Con respecto a la segunda parte del art., consiste en castigar al depositario que por su culpa, permite que un tercero quebrante dolosamente la custodia.

4.B.3.c) Cap.VI. Cohecho
4.A.3.c.a) Principios generales: 

 los delitos de cohecho y exacción derivan históricamente del Derecho Romano, de la acción acordada para obtener la repetición de lo que ilegalmente se hubieran hecho pagar ciertas categorías de funcionarios romanos, que debían desempeñar sus funciones ad-honorem. Los abusos de ciertos funcionarios y sobre todo la dificultad de la prueba de un acto concreto de corrupción, determinaron que por una acción genérica dirigida contra el enriquecimiento, pudiera pedirse tanto lo que un funcionario había logrado por venta de un acto de autoridad, como lo que había logrado por vía extorsiva. 

Esas dos formas se separan después como figuras autónomas, bajo los nombres de corrupción y concusión. La corrupción, que es nuestro cohecho, consiste en pactar la venta de un acto de autoridad que debía ser gratuitamente cumplido. La concusión, nuestra exacción, es una especie de extorsión, en la que actúa como elemento coactivo el temor a la autoridad.

El objeto tutelado por esta clase de infracciones es el funcionamiento normal y correcto de la administración, el cual es puesto en peligro por el solo hecho de la existencia de actos corruptos. 

El sujeto pasivo de la corrupción es siempre y exclusivamente el estado.

Se llama cohecho pasivo al del funcionario que se deja corromper, en oposición al acto del particular que induce a la corrupción llamado cohecho activo.

4.A.3.c.b) Cohecho pasivo simple: 

El art. 256 dispone “Será reprimido con prisión de seis meses a dos años o reclusión de dos a seis años e inhabilitación absoluta por tres a diez años, el funcionario público que, por si o por persona interpuesta, recibiere dinero o cualquier otra dádiva o aceptare una promesa directa o indirecta para hacer o dejar de hacer algo relativo a sus funciones, o para hacer valer la influencia derivada de su cargo ante otro funcionario público, a fin de que este haga o deje de hacer algo relativo a sus funciones.”

El sujeto activo es el funcionario público, con exclusión de los jueces (art. 257).

Para que exista cohecho también es preciso que el acto corrupto corresponda a un acto relativo a las funciones (acto de competencia funcional y territorial). Hay cohecho tanto cuando se recibe para hacer como para hacer hacer, sería este último caso cuando haga valer su influencia personal. 

La acción puede asumir distintas formas: a) recibir dinero o cualquier otra dádiva; b) aceptar una promesa directa o indirecta. Todo ello para hacer, dejar de hacer o hacer hacer. La corrupción pasiva consiste en recibir o aceptar, es decir, la acción consiste en una actitud pasiva. Cuando el funcionario sale de esa actitud para entrar a requerir, imponer o procurar el dinero fácil se penetra en el terreno de la concusión.

La dádiva o la promesa debe consistir en algo dotado de valor económico, sea directamente dinero o cosas de valor; y deben considerarse eliminadas las cuestiones referentes al monto, es decir que no pueden excluirse las pequeñas retribuciones, siempre que envuelvan acuerdo alguno y que por sus características no van mas allá de una cortesía.

El delito se consuma por la recepción de la dádiva o por la simple aceptación de la promesa, con independencia del efectivo cumplimiento de esta, porque se perfecciona con el acuerdo de voluntades.

4.B.3.c.c) Cohecho pasivo agravado
El art. 257 establece que “Será reprimido con prisión de cuatro a doce años  e inhabilitación absoluta y perpetua, el juez que aceptare promesa o dádiva para dictar o demorar u omitir dictar una resolución o fallo, en asunto sometido a su competencia.”

Las características genéricas son coincidentes con las señaladas anteriormente; la agravación se funda en la naturaleza jurisdiccional del acto cumplido u omitido. 

4.A.3.c.d) Cohecho activo: 

El art. 258 determina “Será reprimido con prisión de seis meses a seis años, el que directa o indirectamente diere u ofreciere dádivas a un funcionario público, en procura de la conducta reprimida por el artículo 256. Si la dádiva se hiciere u ofreciere a un juez, la pena será de reclusión o prisión de dos a seis años. Si el culpable fuere funcionario público, sufrirá además inhabilitación especial de dos a seis años en el primer caso y de tres a diez años en el segundo”.

El sujeto activo puede ser cualquiera, incluso un funcionario público, que en tal caso la corresponde la inhabilitación especial para cada caso.

La corrupción activa guarda paralelismo con la corrupción pasiva; lo que en un delito se llama recibir, se llama aquí dar y el aceptar se transforma en prometer.

La acción se consuma por el acto de dar. La aceptación, rechazo, no tienen influencia, como tampoco la tienen el cumplimiento o incumplimiento.

La proposición debe referirse a un acto o una omisión futura y concreta.
4.A.3.c.e) Aceptación de dádivas: 

El art. 259 castiga además, una forma impropia y leve de cohecho, al establecer pena de prisión de un mes a dos años e inhabilitación absoluta de uno a seis años “ el funcionario público que admitiere dádivas, que fueran entregadas en consideración de su oficio, mientras permanezca en el ejercicio del cargo”.

“El que presentare u ofreciere la dádiva será reprimido con prisión de un mes a un año”.

El bien jurídico protegido corresponde en este caso al interés del estado en la irreprochabilidad e insospechabilidad de los funcionarios, la cual sufriría, por el sólo hecho de la aceptación de presentes ofrecidos en consideración a la calidad investida.

En este caso la dádiva debe estar desvinculada del cumplimiento de un determinado acto, a diferencia del cohecho. El presente es hecho al funcionario en consideración a su oficio, y lo normal será que presente mas bien la forma de agradecimiento.

4.B.3.d) Cap.VII Malversación de Caudales Públicos
Todos los delitos que se tratan en esta parte tutelan la regularidad del cumplimiento de las actividades patrimoniales del estado, sea con relación a sus propios bienes o a bienes privados sobre los cuales aquel haya asumido una especial función de tutela. 
4.B.3.d.a) Figura básica:

El art. 260 reprime con inhabilitación especial de un mes a tres años, al “funcionario público que diere a los caudales o efectos que administrare, una aplicación diferente de aquella a que estuvieren destinados”.

También se ha denominado al delito “aplicación indebida de caudales públicos o destino indebido de fondos públicos”, ya que es el ordenamiento patrimonial de la Administración lo que se protege.

La acción típica es la de dar a los caudales o efectos administrados por el autor, una aplicación distinta de aquella a que estaban destinados (sin sacarlos de la Administración).

Tanto los caudales como los efectos, tienen que ser públicos. Son públicos todos los que pertenecen al Estado o sus entes autárquicos, todos los que aquel puede disponer para el cumplimiento de sus servicios públicos, quedan excluidos aquellos sobre los cuales el Estado solo asume gestiones de guardador.

Por otro lado, la circunstancia de que la acción típica se constituya en un cambio de destino de los bienes, requiere que los caudales o efectos estén expresamente asignados por la ley, el reglamento o la orden emanada de autoridad competente, a un destino determinado. El destino se cambia afectando los bienes a otro distinto al legalmente determinado, pero sin salir de la esfera de la Administración.

Normalmente el destino de los fondos  los determinan las llamadas leyes de presupuesto. 

4.B.3.d.b) Figura agravada:

El art. 260 en la segunda parte agrega una multa del veinte al cincuenta por ciento de la cantidad distraída “si de ello resultare daño o entorpecimiento del servicio a que estuvieran destinados” los caudales o efectos.

El daño es cualquier efecto perjudicial para el servicio, sea de carácter económico, sea por el entorpecimiento o cualquier inconveniente en la prestación de servicios según los programas establecidos o sus posibilidades normales.

El agravante no desaparece por el hecho de que el desvío haya producido beneficios en otra esfera del servicio administrativo.

4.B.3.d.c) Peculado:

El art. 261 reprime con prisión de dos a diez años e inhabilitación absoluta perpetua al “funcionario público que sustrajere caudales o efectos cuya administración, percepción o custodia le hayan sido confiados por razones de su cargo”. 

Sustrae, el que quita el bien de la esfera de tenencia administrativa, aunque solo lo haya hecho con la voluntad de separarlo o apartarlo de ella. El bien tiene que ser consumido, destruido, transformado o hecho desaparecer, es decir, la sustracción no se satisface con el simple uso del bien (ej. No pecula quien utiliza un automóvil oficial atendiendo al consumo de él).

Los objetos materiales son los caudales u efectos cuya administración, percepción o custodia le ha sido confiada al funcionario por razón de su cargo; es decir que el funcionario debe tener competencia para realizar dicha función.

El peculado no requiere necesariamente una lesión patrimonial, ya que es indudable que la consumación se puede dar sin esa lesión.

El art.261 segundo párrafo reprime con la misma pena del primer párrafo al “funcionario que empleare en provecho propio o de un tercero, trabajos o servicios pagados por una administración pública”.

Lo que se castiga es la desafectación del trabajo o servicio de su destino administrativo, desviándolo a un destino extraño a la administración, significa, por lo tanto, separarlo de la esfera administrativa, aunque el provecho no se traduzca en una ventaja económica para el agente o el tercero.

El trabajo o servicio que se distrae tiene que ser pagado por una administración pública, mediante una contraprestación al dador del servicio o del trabajo, pudiendo ser sueldo, jornal, etc.

El autor solo puede ser el funcionario público, pero solo el que dispone administrativamente de los trabajos o servicios.
4.B.3.d.d) Malversación culposa:

El art. 262 castiga con multa del veinte al sesenta por ciento del valor de lo sustraído al “funcionario público que por imprudencia o negligencia, o por inobservancia de los reglamentos o deberes a su cargo, diere ocasión a que se efectuare por otra persona la sustracción de caudales o efectos de que se trata en el artículo anterior”.

El actuar culposo del agente no incide directamente produciendo el resultado, sino lo que hace es facilitar la conducta dolosa de un tercero, se castiga el dar lugar culposamente a que otro lo sustraiga dolosamente, y da ocasión quien pone una condición que facilita o permite consumar la sustracción. 

4.B.3.d.e) Malversación de bienes equiparados:
El art. 263 dispone que “quedan sujetos a las disposiciones anteriores los que administraren o custodiaren bienes pertenecientes a establecimientos de instrucción pública o de beneficencia, así como los administradores y depositarios de caudales embargados, secuestrados o depositados por autoridad competente, aunque pertenezcan a particulares”.

El artículo formula una doble equiparación: de las personas enunciadas a la del funcionario público que administra o custodia los bienes públicos y además se equiparan bienes privados a los bienes públicos.

Los objetos son los bienes pertenecientes a establecimientos de instrucción pública o de beneficencia, de carácter privado.

En cuanto a los caudales embargados, secuestrados o depositados, es cualquier bien sobre los cuales la autoridad competente haya dispuesto esas medidas.

4.B.3.d.f) Demora injustificada de pago:

El art. 264 en el primer párrafo reprime con inhabilitación especial de uno a seis meses “el funcionario público que teniendo fondos expeditos, demorare injustificadamente un pago ordinario o decretado por autoridad competente”.

El hecho puede perturbar el normal desenvolvimiento de la esfera patrimonial del Estado, al impedir que los fondos cumplan el destino que les está asignado.

La acción típica: demora el pago quien no lo realiza en tiempo debido de acuerdo con la ley. Lo que se demora son los pagos ordinarios o los decretados. Los primeros son los que la administración efectúa periódicamente de acuerdo con un presupuesto (sueldos); los segundos son los dispuestos por una resolución especial de la autoridad en específicas situaciones.

El delito se consuma con la omisión de pagar en el tiempo debido.

El autor es el funcionario público que tiene a su cargo hacer efectivo el pago o dar la orden para hacerlo.

4.B.3.d.g) Negativa a entregar bienes:

El art. 264, segundo párrafo, asigna la misma pena que para el delito anterior “al funcionario público que requerido por la autoridad competente rehusare entregar una cantidad o efecto depositado, o puesto bajo su custodia o administración”.

El autor es quien en razón de su cargo custodia o administra la cantidad o los efectos.

4.B.3.e) Cap.VIII Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas

La norma tiende a eliminar cualquier factor de perturbación de la imprescindible equidistancia que debe guardar el funcionario, en los contratos y operaciones en que intervenga la administración, evitando incluso la simple sospecha de formalidad, a la vez que procura poner un límite a su codicia personal. El segundo párrafo del artículo extiende la protección a situaciones que entrañan peligro a los particulares, por las especiales facultades de los posibles autores. 

4.B.3.e.a) Negociaciones incompatibles de los funcionarios públicos
El art. 265 reprime con reclusión o prisión de dos a seis años e inhabilitación absoluta de tres a diez años, al “funcionario público que, directamente, por persona interpuesta o por acto simulado se interesare en cualquier contrato u operación en que intervenga por razón de su cargo”.

La conducta punible es la de interesarse en el contrato u operación, o sea la de hacer intervenir en ellos un interés propio o particular. La mayoría de la doctrina sostiene que el interés debe tener un contenido económico; su pretensión tiene que ser de carácter patrimonial; para otros basta la injerencia de un interés particular, cualquiera que sea su naturaleza, basta que sea una finalidad ajena a la administración. Pero es prácticamente imposible sostener que no tenga alguna trascendencia de índole económico.

No es indispensable que el interés particular tenga que aparecer como contrapuesto al de la administración (puede ser un contrato que produzca beneficios tanto para la administración como para el funcionario que intervenga).

Distintas formas de manifestación del interés privado: puede ser directo, a título personal o por intermedio de mandatario, o indirecto, acudiendo a simulaciones, cuando el funcionario actúa por persona interpuesta.

 El interés particular se tiene que insertar en cualquier contrato u operación en que el funcionario intervenga por razón de su cargo, los cuales deben ser legítimos. Y además tiene que pertenecer a la competencia funcional del autor.

4.B.3.e.b) Negociaciones incompatibles por autores equiparados
El art. 265 segundo párrafo, norma que la disposición del primer párrafo “será aplicable a los peritos y contadores particulares, respecto de los bienes en cuya tasación, partición o adjudicación hubieran intervenido, y a los tutores, curadores, albaceas y síndicos respecto de los pertenecientes a pupilos, curados, testamentarias o concursos”.

La equiparación se da por la particular naturaleza de sus intervenciones, en personas que desempeñan oficios de naturaleza pública,  respecto de bienes de terceros.
4.B.3.f) Cap.IX Exacciones ilegales
El concepto de exacción alude a una exigencia indebida y arbitraria, pero se trata de una exigencia que se configura con una petición para la administración, aunque lo pedido se transforme en provecho personal del agente. 

El art. 266 del Código Penal reprime con prisión de uno a tres años e inhabilitación especial de uno a cinco años, al “funcionario público que, abusando de su cargo, exigiere  o hiciere pagar o entregar indebidamente, por si o por interpuesta persona, una contribución, un derecho, o una dádiva o cobrarse mayores derechos que los que le corresponden”.

El agente tiene que realizar las acciones abusando del cargo que desempeña, actuando en el carácter que inviste dentro de la Administración Pública.

Por otra parte, el abuso requiere la actuación funcional,  el ejercicio del cargo mismo.

Los objetos son las contribuciones (impuestos), derechos (prestaciones por pago de servicios -tasas-) o dádivas. Las dádivas es cualquier contribución graciable con contenido económico exigido por los funcionarios en nombre de la Administración para satisfacer servicios o necesidades sociales que, no es debida como impuesto o como derecho.

El autor es cualquier funcionario público, aunque actúe al margen de su competencia, pero haciendo valer su potestad de tal.

Figuras agravadas:

1) Exacción agravada por los medios

El art. 267 eleva el máximo de la pena hasta cuatro años de prisión y seis de inhabilitación, “si se empleare intimidación o se invocare orden superior, comisión, mandamiento judicial u otra autorización legítima”.

Es necesario que el sujeto pasivo se mueva por creer que acata la orden de la autoridad: el autor se presenta falsamente como un intermediario ejecutor.

2) Exacción agravada por el destino del tributo (concusión)

El art. 268 reprime de dos a seis años e inhabilitación absoluta perpetua al “funcionario público que cometiere en provecho propio o de terceros las exacciones expresadas en los artículos anteriores”.

La concusión se consuma con la conversión de lo obtenido mediante la exacción, en provecho del agente o de un tercero, lo que implica su transferencia a los patrimonios particulares.

4.B.3.g) Cap.IX bis  Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados
4.B.3.g.a) Utilización de informaciones y datos reservados
El art. 268 castiga con la pena del art. 256 al “funcionario público que con fines de lucro utilizare para sí o para un tercero, informaciones o datos de carácter reservado de los que haya tomado conocimiento en razón de su cargo”.

La información o el dato pueden o no ser de naturaleza económica, pero si deben ser aptos para utilizarlos con funciones lucrativas. Además tienen que ser de carácter reservado, y debe tratarse de informaciones o datos que el autor haya conocido en razón de su cargo; en virtud de su competencia funcional.

Se consuma el delito con la aplicación (utilización) del dato o información, ya directamente en la operación con la que piensa obtener el lucro, ya con la comunicación a un tercero de quien se espera una retribución.

El autor es el funcionario público cuya competencia funcional le haya proporcionado el conocimiento del dato o información; no comete el delito quien utiliza el conocimiento cuando ya ha cesado de ser funcionario.

4.B.3.g.b) Enriquecimiento ilícito
El art. 268 “reprime con reclusión o prisión de dos a seis años e inhabilitación absoluta de tres a diez años, al que al ser debidamente requerido, no justificare la procedencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona interpuesta para disimularlo, posterior a la asunción de un cargo o empleo público. La prueba que ofrezca de su enriquecimiento se conservará secreta, a su pedido, y no podrá ser invocada contra el para ningún otro efecto.

La persona interpuesta para disimular el enriquecimiento será reprimida con prisión de uno a cuatro años”.

Lo que el artículo trata de prevenir  son aquellas conductas anormales que persiguen el logro de aumentos patrimoniales, prevaleciéndose de la condición de funcionario público por parte del agente.

La conducta castigada es la de no justificar el enriquecimiento; existe la posibilidad de un enriquecimiento perfectamente lícito, pero si el agente se niega a probar que lo es, igualmente podría encontrar cabida en el art. 268. No justificar, alude a la falta de acreditación de la procedencia del enriquecimiento, que provenga de una negativa expresa o implícita, o de lo insuficiente de la prueba de esa procedencia.

Lo que no se debe poder justificar es un enriquecimiento patrimonial apreciable posterior a la asunción del cargo, para lo que se va a tener en cuenta la situación económica del agente en el momento de asumir el cargo y que no esté de acuerdo con las posibilidades de evolución normal de aquel durante el tiempo de desempeño de la función o en el período ulterior a su cese anterior a la producción del requerimiento. 
4.B.3.h) Cap.XI Prevaricato
Todos los delitos previstos en este capítulo atentan contra la Administración de Justicia, por medio de la actuación infiel de los que integran los órganos jurisdiccionales o los ministerios públicos o de quienes intervienen en ellos como auxiliares.

4.B.3.h.a) Prevaricato del juez 

El art. 269, primer párrafo, reprime con multa de tres mil a setenta y cinco mil pesos e inhabilitación absoluta perpetua al “juez que dictare resoluciones contrarias a la ley expresa invocada por las partes o por él mismo, o citare, para fundarla, hechos o resoluciones falsas”; y el segundo párrafo establece que  “si la sentencia fuere condenatoria en causa criminal” la pena será de tres a quince años de reclusión o prisión e inhabilitación absoluta perpetua.

La resolución es contraria a la ley cuando dispone algo contrario, o sea, manda o prohíbe algo que esa ley no manda o prohíbe.

La otra circunstancia es la de fundamentarla en hechos o resoluciones falsos, es decir, cuando los hechos falsos se invoquen como argumentos decisivos de la solución que el juez da a la cuestión juzgada. 

El agravante se da cuando la falsedad se pronuncia en una causa criminal (que juzga un delito) y se apoya con ella una sentencia condenatoria.

4.B.3.h.b) Prevaricato de personas interpuestas
El art. 269 en su tercer párrafo, manda que lo dispuesto en el primer párrafo “será aplicable, en su caso, a los árbitros y arbitradores amigables componedores”.

La ley consideró conveniente equipararlos a los jueces, ante la circunstancia de que cumplen una labor jurisdiccional, aunque es por voluntad de las partes por lo que se constituyen en jueces.

4.B.3.h.c) Prisión preventiva ilegal 

El art. 270 reprime con multa de dos mil quinientos a treinta mil pesos e inhabilitaciones absoluta de una a seis años, al “juez que decretare prisión preventiva por delito en virtud del cual no proceda, o que prolongase la prisión preventiva que hubiere agotado la pena máxima que podría corresponder al procesado por delito imputado”.

4.B.3.h.d) Prevaricato de los abogados y otros profesionales
El art. 271  reprime con multa de dos mil quinientos a treinta mil pesos e inhabilitación especial de uno a seis años “al abogado o mandatario judicial que defendiere o representare partes contrarias en el mismo juicio, simultánea o sucesivamente, o que de cualquier otro modo perjudicare deliberadamente la causa que le estuviere confiada”.

Son sujetos cuya intervención perfecciona la relación procesal y, por lo tanto, el correcto desenvolvimiento de la actuación jurisdiccional también depende de ellos; su actuación infiel la pone igualmente en peligro.

4.B.3.h.e) Prevaricato de otros auxiliares de la justicia 

El art. 272 ordena que la disposición del artículo anterior “será aplicable a los fiscales, asesores y demás funcionarios encargados de emitir su dictamen ante las autoridades”.

4.B.3.i) Cap.XI Denegación y retardo de justicia
4.B.3.i.a) Denegación de justicia 

El art. 273 reprime con inhabilitación absoluta de uno a cuatro años al “juez que se negare a juzgar so pretexto de oscuridad, insuficiencia o silencio de la ley”.

La ley impone al juez el deber de juzgar en todos los casos en que se den los presupuestos procesales para que sea viable el juzgamiento. Es el incumplimiento de ese deber el que castiga la pena.

La acción típica es negarse a juzgar, estamos ante un acto positivo que implica una omisión. Es necesario que se de una negativa contenida en una resolución que la expresa o presuponga  y se funda en los motivos expuestos en la norma.
4.B.3.i.b) Retardo de justicia 

El art. 273 segundo párrafo, dispone la misma pena que en el caso anterior para el “juez que retardare maliciosamente la administración de justicia después de requerido por las partes y de vencidos los términos legales”.

Es no realizar la conducta debida para administrar justicia dentro de los términos establecidos por la ley. Es necesario requerimiento de parte y que estén vencidos los plazos legales para llevarlo a cabo; por lo tanto, el simple retardo, no será típico mientras  no enfrente el requerimiento de partes instando la realización del acto.

El retardo tiene que ser malicioso; se refiere a una expresa voluntad de retardar.

4.B.3.i.c) Incumplimiento de la obligación de promover la represión 

El art. 274 pune con inhabilitación absoluta de seis meses a dos años al “funcionario público que, faltando a la obligación de su cargo, dejare de promover la persecución y represión de los delincuentes... a menos que pruebe que su omisión provino de un inconveniente insuperable”.

La acción típica es dejar de actuar en las tareas funcionalmente debidas por el autor, en orden a la delincuencia, que atañen a su persecución (individualización, aprehensión, etc.) o represión (investigación, aplicación de sanciones, etc.).

4.B.3.j) Cap.XIV Evasión y quebrantamiento de pena
Aquí se protege la efectividad de las sanciones impuestas o de las medidas adoptadas por razones de seguridad.

4.B.3.j.a) Evasión 

Dice el artículo 280 “será reprimido con prisión de un mes a un año, al que hallándose legalmente detenido, se evadiere por medio de violencia en las personas o fuerza en las cosas”.

Se consuma cuando el agente ha recuperado su libertad ambulatoria logrando salir del encierro en que se encontraba o eludiendo la custodia personal.

4.B.3.j.b) Quebrantamiento de inhabilitación
El art. 281 bis reprime con prisión de dos meses a dos años al que “quebrantare una inhabilitación judicialmente impuesta”.

Quebranta la inhabilitación el que ejerce o asume la actividad prohibida o goza de los derechos cuyo goce se le había quitado, en otras palabras hace uso de la capacidad jurídica que la inhabilitación había bloqueado.

El delito se consuma con el efectivo ejercicio de la actividad o el goce del derecho cuyo ejercicio o goce prohibe la inhabilitación.

CONCLUSION
La llamada “Responsabilidad del Estado”, o la idea de que el Estado se hiciera responsable por los actos que realizaba, comenzó a surgir ya en las primeras civilizaciones, aunque en ellas, por estar el Estado representado en la figura del monarca y ser éste, según la ideología que imperaba en la antigüedad, de origen divino, era contradictorio responsabilizarlo por los perjuicios causados y obligarlo al pago de una indemnización.

Con el tiempo esta idea primaria se fue modificando y gradualmente los funcionarios públicos comenzaron a ser responsabilizados por sus actos, así como el Estado, ya no en la figura del monarca, sino en la de un ente orgánico al cual se lo pudo responsabilizar por los actos de los funcionarios que actúan bajo sus directivas.

La idea de un Estado irresponsable de sus acciones, no era compatible con la capacidad de decisión sobre los destinos de toda una Nación que la figura del Estado fue adquiriendo en el transcurso de la historia, y con los poderes que ese mismo Estado podía ejercer sobre los particulares a los que administraba.

Así el Estado o en su caso los funcionarios que de él dependen, pueden ser responsabilizados administrativa, civil, política, o penalmente (aunque estas dos últimas posibilidades sólo puedan alcanzar a los funcionarios) cuando los actos que de ellos emanan afecten derechos privados, y es obligación de éstos indemnizar los daños que produzcan, situación que, tanto doctrinaria como jurisprudencialmente, tiene en la actualidad unánime apoyo.

De aquí se deduce con toda lógica, que todas las jurisdicciones del Estado, ya sean del Poder Ejecutivo, del Poder Legislativo o del Poder Judicial, tanto en el ámbito nacional como provincial y municipal, en tanto afecten con su accionar a terceros, o en el caso de los funcionarios al mismo Estado, sea que el daño producido haya sido dolosamente o por negligencia, deberán responder por los perjuicios que produzcan.

Esto ha sido aceptado por la doctrina, y la corriente legislativa mundial ha ido dirigiéndose paso a paso hacia un criterio de responsabilidad del Estado cada vez más amplio, es decir, hacia la aceptación genérica de que el Estado y sus funcionarios son responsables por los hechos y actos que ellos realizan.

Esta tendencia legislativa ha surgido como una necesidad apuntada a proteger los derechos  de los particulares, frente a un Estado que, de otra manera, sobrepasaría los límites que toda persona en ejercicio del poder, posee, y es una consecuencia de la corriente social, e incluso se puede decir que es la revolución social que se ha producido en los últimos cien años, la que ha impulsado al legislador, a la sanción de leyes que castiguen el accionar del Estado, cuando con ello afecta al particular o a la sociedad en su conjunto.

Es por eso que podemos afirmar, que la responsabilidad del Estado y de los funcionarios es una necesidad, en protección de los derechos de los administrados, y así lo han entendido  las legislaciones de todo el mundo, incluyendo, ya sea en forma expresa o en forma tácita, las leyes de nuestro país.
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